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Debiendo optar el grado académico de abogado, cábeme la satisfacción de 
someter a vuestra ilustre consideración la presente Tesis denominada: 
“IDENTIFICACIÓN DE LA RELACIÓN EXISTENTE ENTRE LA AGRAVACIÓN 
DE LA PENA Y LA REDUCCIÓN DEL DELITO ROBO (LAMBAYEQUE 2012- 
2017)”; la cual tiene como finalidad verificar si es correcto o no, la solución que 
está dando el legislador de elevar las penas privativas de libertad en el delito de 
Robo, con el fin de disminuir los altos índices de criminalidad. 
La presente, tendrá como objetivo principal, establecer la relación existente entre 
la agravación de la pena y el delito de Robo, con fin de reducir el uso de violencia 
nuestro país. En ella se desarrollará uno de los problemas más significantes por 
el cual atraviesa nuestro país, siendo éste el aumento de penas privativas de 
libertad para determinados delitos como solución según nuestro legislador; sin 
embargo, se puede apreciar que en la actualidad, esta solución carece de 
eficacia, puesto que los índices de criminalidad en nuestro país son casa vez 
alarmantes. 
Asimismo, se explicará según el esquema, la realidad problemática, trabajos 
previos, teorías relacionadas al tema, objetivos e hipótesis; dicha investigación 
está basada en dos instrumentos (cuestionarios), que han sido aplicados a la 
comunidad jurídica y los miembros de la Policía Nacional del Perú de Chiclayo, 
los cuales serán debatidos en la discusión, para posteriormente llegar a las 
conclusiones, las cuales nos servirán para recomendar, mediante un Proyecto 
de Ley, nuevos criterios de política criminal para reducir el uso de la violencia en 
el país. 
En este sentido, se espera que el presente trabajo de investigación pueda servir 
como aporte para mejorar nuestra justicia penal y seguridad para todo el Estado 
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RESUMEN: 
 
En la presente investigación titulada: “IDENTIFICACIÓN DE LA RELACIÓN 
EXISTENTE ENTRE LA AGRAVACIÓN DE LA PENA Y LA REDUCCIÓN DEL 
DELITO DE ROBO (LAMBAYEQUE 2012-2017)”, tendrá como objetivo proponer 
nuevos criterios de política criminal para reducir el uso de la violencia en el país; 
debido a que el legislador está estableciendo el aumento de penas privativas de 
libertad, para determinados delitos, lo cual no es una solución adecuada, puesto 
que en vez de reducir los índices de criminalidad, éstos son casa vez alarmantes. 
Por tanto, lo que se busca con la presente, es obtener nuevos criterios de política 
criminal, que no vulneren los derechos de los imputados, llegando a solucionar 
el problema de inseguridad ciudadana. 
 
 





In the present investigation entitled: “Identification of the existing relationship 
between the aggravation of punishment and the reduction of the crime of theft 
(Lambayeque 2012-2017)”, will aim to propose new criteria of criminal policy to 
reduce the use of violence the country; because the legislator is establishing the 
increase of custodial in sentences, for certain crimes, which is not an adequate 
solution, since instead of reducing the crime rates, they are once again in favor. 
Therefore, what is sought with the present, is to have criteria of criminal policy, 
that do not violate the rights of the accused, even solving the problem of citizen 
insecurity. 
KEYWORDS: gratitude Aggravation of the penalty- Crime Reduction- Robbery 
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I. INTRODUCCIÓN 
1.1. REALIDAD PROBLEMÁTICA 
 
En los últimos años, nuestra sociedad ha venido siendo víctima de 
delincuencia, siendo ésta una preocupación no solo para la población, sino 
también para nuestro Estado Peruano, quienes buscando combatir la lucha 
contra la criminalidad, han tomado como solución, incrementar las penas 
privativas de libertad para determinados delitos, incluyendo el delito de 
Robo. 
Es así, que, siendo el delito de Robo, uno de los delitos más comunes en 
nuestro ordenamiento jurídico, ha sufrido una serie de modificaciones, y ello 
en justificación de asegurar una pena efectiva para los reos, haciendo 
hincapié, en la finalidad que tiene la Política Criminal Peruana, que es la 
lucha contra la delincuencia. 
Si bien es cierto, desde que se promulgó el Código Penal Peruano, con fecha 
08 de abril de 1991, con el fin de reducir el índice de criminalidad en el delito 
de Robo, hasta la actualidad se han producido aproximadamente 600 
modificaciones al mencionado cuerpo normativo. 
Sin embargo, al hablar de Política Criminal, no solo es hablar de – la lucha 
contra la delincuencia- sino también, de la resocialización, reeducación y 
reincorporación del penado en la sociedad, de lo cual, al parecer nuestro 
Estado se está olvidando. En tal sentido, nos hacemos la pregunta ¿es 
correcto que para limitar la realización del delito de Robo se aumente la pena 
privativa de libertad de éste?, siendo nuestros centros penitenciarios 
inadecuados para resocializar al reo. 
Por otro lado, se ha podido observar, que no solo el delito de Robo ha venido 
sufriendo constantes modificatorias, sino también otros tipos penales, siendo 
el caso, que el legislador ha optado en los últimos años por crear nuevos 
tipos penales e incrementar las penas, observando de tal manera una total 
incongruencia por parte del legislador, ya que se considera que el incremento 
de la pena no sería una solución adecuada para combatir la criminalidad en 
nuestro Estado Peruano. 
16  
Asimismo, cabe resaltar, que existe también una incongruencia respecto al 
bien jurídico tutelado, tal es el caso, por ejemplo, al hablar del delito de 
Homicidio Simple, regulado en el artículo 106 del Código Penal Peruano, que 
sanciona con pena privativa de libertad no menor de seis años ni mayor de 
veinte años (bien jurídico tutelado, la vida); mientras que el delito de Robo 
Agravado, sanciona con una pena privativa de libertad no menor de doce ni 
mayor de veinte (bien jurídico tutelado, el patrimonio); en tal sentido, nos 
preguntamos ¿qué bien jurídico tutelado prevalece más en este caso?, es 
en correcto que un órgano jurisdiccional sancione con seis años de pena 
privativa de libertad a una persona que mata a otra y aquella que comete el 
delito de Robo Agravado con doce años. 
Es por ello, que el presente desarrollo de proyecto de investigación se titula: 
“IDENTIFICACIÓN DE LA RELACIÓN EXISTENTE ENTRE LA 
AGRAVACIÓN DE LA PENA Y LA REDUCCIÓN DEL DELITO DE ROBO 
(LAMBAYEQUE 2012-2017)”; puesto que nuestra sociedad y el Estado 
Peruano viene sufriendo un problema principal, que es el aumento constante 
de la criminalidad y la lucha contra la misma. 
La política criminal es un medio de solución que a través del ius punendi 
busca frenar la criminalidad por la cual sufre nuestro país, cabe resaltar en 
este punto el incremento de los delitos contra el patrimonio en especial el 
delito de robo. 
Las autoridades tienen el deber principal de buscar un medio de solución 
para disminuir la criminalidad no solo a nivel regional sino nacional. 
Sin duda la política criminal con la que contamos en la actualidad es ineficaz 
por el debido hecho, que no cumple con el fin del mismo, pues ha hecho 
caso omiso a los temas de inseguridad ciudadana, en especial en los índices 
alarmantes del delito Robo. 
Se considera como solución la creación de mecanismos e instituciones, que 
desarrollen una nueva Política Criminal, garantizando la seguridad pública y 
respectando los derechos fundamentales de los imputados con el fin que 
logren reincorporarse a la sociedad. 
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1.2. TRABAJOS PREVIOS 
Revisando fuentes de información de tesis del Perú y mundo hemos 
encontrado distintos pareceres y planteamientos en relación a la agravación 
de las penas: 
1.2.1. A NIVEL INTERNACIONAL 
1.2.1.1. ECUADOR 
 
Prado (2016), en su tesis titulada “El aumento de penas y sanciones como 
un mecanismo en el control de la criminalidad en el Ecuador”, para obtener 
el título en el Programa de Maestría en Derecho Penal, realizado en la 
Universidad Andina Simón Bolívar Sede Ecuador, Ecuador. 
En su conclusión número cuatro expresó que: “El endurecimiento de las 
penas sólo puede llevarse a cabo cuando se tenga certeza de su eficacia 
para la reducción de la criminalidad. Esto requiere estudios científicos, que 
como hemos visto, se prescinde de ellos. Para prevenir el delito, el Derecho 
debe evitar las penas arbitrarias o desproporcionadas, porque la eficacia de 
la pena depende de su estricta necesidad, de ahí que deba ser la mínima 
adecuada a esos fines. Las políticas penales orientadas únicamente hacia la 
prevención de los delitos a través de la represión, han generado más 
violencia de la que pretendían resolver”. (p. 66) 
Efectivamente como señala el autor Prado, nuestro Estado Social y 
Democrático de Derecho debe limitar la aplicación de penas 
desproporcionadas, pues el endurecimiento de éstas no debe llevarse a 
cabo cuando no se tenga plena confianza de su eficiencia, pues como se 
puede observar en nuestro ordenamiento jurídico, el legislador ha tomado el 
aumento de penas como solución ante la criminalidad; sin embargo, 
lamentablemente la pena en nuestro país no cuenta con finalidad 
resocializadora, ya que los centros penitenciarios y política penitenciaria 
carecen de eficacia para dicho fin. 
1.2.1.2. COLOMBIA 
 
Amado (2014), en su tesis titulada “¿Los fines de la pena, propios de un 
Estado social y democrático de derecho, se materializan en el proceso penal 
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de Colombia?”; para optar el grado académico de magister, realizado en la 
Corporación Universidad Libre de Bogotá, Colombia. 
En su conclusión número uno indicó que: “La pena privativa de la libertad en 
nuestro país no consulta la finalidad de la misma en un Estado social de 
derecho como lo es la resocialización, lo cual implica que el condenado no 
sea expulsado de la sociedad, sino que debe conservar la posibilidad de su 
reintegración social, la cual no es posible mientras no se haya ensayado todo 
lo que pueda contribuir a un aprendizaje exitoso evitando efectos 
desocializadores, siendo evidente que tales postulados no se cumplen por 
varias razones”. (p. 63) 
Sin duda, la pena en nuestro país no tiene finalidad resocializadora, esto 
debido a las deficiencias de los centros penitenciarios, pues en lugar que se 
logre la reintegración social, los imputados salen a ser partícipes de la 
comisión de más delitos, considerándose una decisión inadecuada por parte 
del legislador, el aumento de penas con el fin de combatir la criminalidad. 
1.2.1.3. CHILE 
 
Moraga y Gallardo (2015), en su tesis titulada “Política Criminal Chilena, 
¿Nuevo rol del Ministerio Público?”, para optar el grado académico de 
Licenciatura en Ciencias Jurídicas y Sociales, en la Universidad de Chile. 
En su conclusión número seis afirma que: “El generar una Política Criminal 
de corte punitivo, con utilización de las sanciones privativas de libertad como 
principal sanción a los hechos delictivos, trae consecuencias muy negativas 
a la sociedad, esto porque no se disminuye el fenómeno delictual, sino por 
el contrario, se acentúa ya que al no haber programas sociales eficientes de 
prevención, rehabilitación y reinserción, se genera una mayor reincidencia, 
que como vimos en Chile llega a un 60%, y se genera un contagio 
criminógeno y estigmatización, generando exclusión social y falta de 
oportunidades, que como ya dijimos, terminan generando un circulo sin fin 
del fenómeno delictual”. (p. 213) 
Efectivamente nuestro país no es ajeno a este gran problema por el cual 
sufre gran parte de Sudamérica, ya que la delincuencia cada vez se convierte 
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en un problema social interminable. La Política Criminal que persigue nuestro 
Estado peruano respecto al criterio sancionador, actúa de forma negativa; 
en tal sentido, de que se está de acuerdo con el tesista pues el aumento de 
penas no disminuye la criminalidad, por el contrario, es una solución 
inadecuada, debido al problema por el cual versa los centros penitenciarios 
en nuestro país, no lográndose la reinserción del reo. 
1.2.2. A NIVEL NACIONAL 
1.2.2.1. CUSCO 
 
Hinojosa (2016), en su tesis titulada “Los fines de la pena y la reincidencia 
en el delito específico de Robo Agravado en los establecimientos 
penitenciarios del Perú en el año 2016”; para optar el grado académico de 
abogado en la Universidad Andina de Cusco. 
En su conclusión número uno, afirma que: “A consecuencia de factores 
internos y externos dentro del Establecimiento Penitenciario de Qenqoro en 
la ciudad del Cusco, como son la necesidad económica, el hacinamiento 
penitenciario, la falta de personal adecuado para el tratamiento de reclusos, 
entre otros, se produce de forma directa el incumplimiento de los fines de la 
pena, generando la reincidencia de la comisión del delito de Robo Agravado”. 
(p. 148) 
Claramente el tesista hace una mención descriptiva sobre la situación por la 
cual se encuentra el Centro Penitenciario de Qenqoro, Cusco, problemas 
como el hacinamiento, necesidades económicas (falta de empleo), entre 
otros; sin duda nuestra ciudad de Lambayeque no es ajena a ello, pues el 
centro penitenciario de Picsi se encuentra en la misma situación, siendo 
imposible lograr la reinserción del penado, no cumpliendo con el fin 
resocializador de la pena; más aún, si el delito de Robo es uno de los que se 
realiza con mayor frecuencia en la ciudad de Lambayeque, y en vez de limitar 
la realización de éste a los reos que quedan en libertad, vuelven a cometer 
este ilícito penal, determinándose que la reinserción no ha cumplido su fin. 
1.2.2.2. CAJAMARCA 
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Vásquez (2015), en su tesis titulada “Factores Jurídicos de la Política 
Criminal en la Seguridad Ciudadana en la Ciudad de Cajamarca, 2013- 
2014”; para optar el grado académico de magister en Derecho Penal y 
Criminología, realizado en la Universidad Privada Antonio Guillermo Urrelo, 
en Cajamarca. 
En su conclusión número tres afirmó que: “Al analizar los factores jurídicos 
de la Política Criminal que influye en Cajamarca, se determinó que se deben 
utilizar estrategias regionales y/o locales para afianzar la lucha contra la 
criminalidad y la delincuencia, debiendo impulsar un conjunto de medidas 
prevención general, para combatir todas las condiciones que expone la 
sociedad al riesgo del desarrollo de conductas delictivas uniendo para ello 
criterios de la Policía Nacional, Serenazgo, Rondas Urbanas y Juntas 
Vecinales; ya que las emitidas por el Estado no surgen efecto multiplicador”. 
(p. 240) 
Se considera como solución para la lucha eficaz de la criminalidad, la 
creación de estrategias, como menciona el autor no solo a nivel local sino 
también nacional, debiendo resaltarse principalmente las medidas de 
prevención para limitar la comisión de delitos. Asimismo se cree conveniente 
utilizar nuevos criterios como se ha propuesto en ciudad de Cajamarca. 
1.2.3. A NIVEL LOCAL 
Grandez (2017), en su tesis titula “Derecho Penal del enemigo y la Política 
Criminal en el Perú”; para optar el grado académico de doctor en la 
Universidad Nacional Pedro Ruiz Gallo, en Lambayeque. 
En su conclusión número uno señala lo siguiente: “El incremento de las 
penas en el ordenamiento penal es en parte expresión del Derecho penal del 
enemigo, así como también de la voz popular que pide endurecer o 
sobrecriminalizar las penas en la creencia errada que esta es la única 
manera de frenar la inseguridad ciudadana generada por la delincuencia”. 
(p. 132) 
Cabe resaltar en este punto, que el aumento de las penas en nuestro 
ordenamiento jurídico penal peruano es, como menciona el tesista una 
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creencia errada pues no es la principal estrategia para limitar la criminalidad; 
en tal sentido, que se considera que existen otros mecanismos que ayuden 
a combatir, sancionar y prevenir de manera idónea la delincuencia. 
 
1.3. TEORÍAS DE RELACIONADAS AL TEMA (MARCO TEÓRICO) 
CAPÍTULO I 
1.3.1. DERECHO PENAL OBJETIVO Y SUBJETIVO 
 
Villa (2014) afirma: “El derecho penal tiene dos aspectos o contenidos: 1. El 
que consiste o contiene el conjunto de normas penales: ius poenale. 2. El 
que trata lo concerniente al derecho o facultad de castigar que tiene el 
Estado: el ius puniedi”. (p.125) 
“El derecho penal suele entenderse en dos sentidos, objetivo y subjetivo. 
En este sentido objetivo significa el conjunto de normas penales. El 
derecho penal subjetivo, también llamado derecho a castigar o ius 
puniendi, es el derecho que corresponde al Estado a crear y a aplicar el 
Derecho Penal Objetivo. El derecho penal subjetivo se refiere, pues, al 
derecho penal objetivo. Por otra parte, si no se añade ninguna precisión, 
la expresión - Derecho Penal- se usa generalmente en el sentido de 
Derecho penal entendido en sentido objetivo” (Mir, 2011, p.42) 
1.3.1.1. EL DERECHO PENAL OBJETIVO – IUS POENALE 
 
“Desde un punto de vista objetivo el derecho penal se constituye como un 
conjunto de normas jurídicas de carácter general que establecen 
condiciones y principios de intervención punitiva del Estado y de carácter 
especial que establece las conductas que, por desvaloradas, están 
prohibidas y a las que, de operarse, se las castigará con una pena o se 
las controlará con una medida de seguridad, como consecuencia jurídica 
necesaria”. (Villa, 2014, p.125 a 126) 
Von (citado en Villa, 2014), señalaba que: “El derecho penal es el conjunto 
de las reglas jurídicas establecidas por el Estado, que asocian el crimen, 
como hecho, a la pena, como legitima consecuencia”. 
22  
Es de este modo, el jurista Mir (2011) concluye señalando lo siguiente: “La 
definición de Derecho Penal de Von Liszt ha de ampliarse diciendo que 
son derecho penal las normas jurídicas que asocian al delito, como 
presupuesto, penas y/o medias de seguridad, como consecuencia 
jurídica”. (p. 45) 
Roxin (citado en Villa, 2014), afirma: “A este derecho lo llama Derecho Penal 
Material, precisamente porque se ocupa de la materia de la justicia penal”. 
(p. 126) 
Welzel (citado por Villa, 2014) indica lo siguiente: “El derecho penal es 
aquella parte del ordenamiento jurídico que determina las características de 
la acción delictuosa y le impone penas o medidas de seguridad”. (p.126) 
El profesor argentino Bacigalupo (citado por Villa, 2014), señala que: “El 
derecho penal se caracteriza por ser un conjunto de normas y de reglas para 
la aplicación de las consecuencias jurídicas que amenazan la infracción de 
aquellas”. (p.126) 
Asimismo, Mir (2011), agrega que: 
 
“… Podría precisarse, entonces, la definición de Derecho penal en los 
términos siguientes: conjunto de normas, valoraciones y principios 
jurídicos que desvaloran y prohíben la comisión de delitos y asocian estos, 
como presupuestos, penas y/o medidas de seguridad, como 
consecuencia jurídica”. (p.45) 
La doctrina se refiere entonces, al ius poenale, al Derecho penal objetivo, y 
este derecho penal objetivo se constituye en normas primarias y en normas 
secundarias, la primera de ellas es comprendida por modelos de conducta 
ideales, que el Estado a través de la comunicación simbólica que las normas 
despliegan pretende que se concientice a los ciudadanos a fin de que no 
vulneren o pongan en peligro bienes jurídicos protegidos. Pero, como los 
seres humanos imperfectos, ejercita una función coactiva – psicológica 
mediante la amenaza de la sanción, a fin de que se produzca un efecto 
contra motivador a los estímulos delictivos de los individuos. (Peña, 2015) 
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Von (citado por Hurtado y Prado, 2011) quien expresa que: “El derecho penal 
objetivo o sustantivo es el conjunto de reglas promulgadas por el órgano 
constitucionalmente competente, que prevén las condiciones de punibilidad 
y las consecuencias penales (penas y medidas de seguridad”. (p.8) 
Agregado a ello, Jescheck (citado por el maestro Villa, 2014) señala que: “El 
derecho penal determina que infracción del orden penal son delitos, y como 
consecuencia jurídica de ello señala las penas”. (p. 91) 
1.3.1.2. DERECHO PENAL SUBJETIVO: IUS PUNIENDI 
 
“El derecho penal subjetivo puede definirse como la facultad de imponer 
penas por la realización de un hecho delictivo. A esta facultad punitiva se 
le conoce también con la denominación latina de Ius Puniendi, 
suscitándose al respecto fundamentalmente tres cuestiones. En primer 
lugar, se plantea la cuestión de si existe fundamento en la sociedad actual 
para la existencia de semejante facultad punitiva. En segundo lugar, 
resulta necesario responder a la cuestión de quien es el titular el Ius 
Puniendi, es decir, quién puede ejercer legítimamente esta facultad. 
Finalmente, queda claro que en una sociedad democrática la potestad 
punitiva no puede ejercerse arbitrariamente, de manera tal que será 
necesario precisar dentro de qué limites se puede imponer a una persona 
una sanción penal”. (García, 2008, p.71) 
El maestro Villa (2014), afirma: “Se refiere a esta categoría al derecho de 
castigar que tiene el Estado”. (p.128) 
Bustos (citado por Villa, 2014) define al ius puniendi como: La potestad penal 
del Estado de declarar punible determinados hechos a las que impone penas 
o medidas de seguridad”. (p.128) 
Asimismo, el maestro Velásquez (citado por el jurista Villa, 2014), quien 
conceptúa el ius puniendi como: 
“La potestad radicada en cabeza del Estado en virtud de la cual esta, 
revestido de su poderío o imperio, declara punible determinados 
comportamientos que por su especial gravedad atentan contra la 
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convivencia comunitaria y les impone penas y /o medidas de seguridad a 
título de consecuencia jurídica”. (p.128) 
“La potestad de castigar en las sociedades modernas corresponde al 
Estado quien de esta forma confirma su soberanía dentro de los límites 
de su propia y democrática constitución, la dignidad del ciudadano y la 
norma penal que legaliza y condiciona el castigo, pues el Estado solo 
puede punir conforme el catálogo de delito y penas que promulga el 
legislador”. Terradillos (citado por villa, 2014, p. 128) 
“La potestad atribuida a determinado órgano del estado para imponer las 
penas y medidas de seguridad determinadas en las leyes cuando concurran 
los presupuestos establecidos en ellas”. Cabo (citado por Villa, 2014, p.129) 
“El ius puniendi entonces, antes que un imperativismo autoritario resulta 
siendo una expresión de un acuerdo democrático tomado en uso de las 
facultades conferidas por la ciudadanía y que está dirigido a todos bajo 
amenaza de sanción”. Quintero (citado por Villa, 2014, p.129) 
“A este nivel, es importante también, diferenciar el derecho a penar del 
Estado (Ius Puniendi) del sentido formalista del Derecho Penal (Objetivo) 
que sea manifestada a través de su formulación normativa, que tiende a 
su legitimidad formal, al Estado entonces se le legitima intervenir en la 
esfera de libertad de los ciudadanos, por medio de las normas de control, 
reguladoras de las diversas formas de interrelación social”. (Peña, 2015, 
p.42 a 43) 
 
1.3.1.3. DERECHO A PENAR (IUS PUNIENDI) 
 
“El significado político de penar, resulta distinto al sentido formalista del 
Derecho Penal (Objetivo) que se patentiza a través de su formulación 
normativa que tiende a su legitimidad formal, al Estado se le legitima 
intervenir en la esfera de libertad de los ciudadanos, por medio de las 
normas de control, reguladoras de las diversas formas de interrelación 
social”. (Peña, 2015, p. 365) 
25  
“Conforme a lo anotado, las normas jurídico- penales se orientan a 
controlar y a sancionar, aquellos ataques más disvaliosos que se 
producen a los bienes jurídicos, aquellos declarados como insoportables 
por la sociedad, en sometimiento a los principios de subsidiariedad y 
ultima ratio”. (Peña, 2015, p. 365) 
“La doctrina se refiere entonces, al ius poenale, al Derecho Penal 
“objetivo”, empero, la justificación del Derecho Penal se desdobla desde 
otra variante ajena a su legitimación formal, derivada concretamente del 
principio de legalidad, la cual viene informada por el derecho a penar, por 
los fundamentos que legitiman al Estado imponer penas al ciudadano en 
una comunidad de gentes (ius puniendi)”. García (citado por Peña, 2015) 
“Es de verse, entonces, que su estudio y examen particular, se refiere a 
su justificación, límites y controles en su ejercicio, pues, si el Derecho 
Penal es uno de los controles sociales más aflictivos, con los que cuenta 
el ordenamiento jurídico, por lo tanto aquél necesita de límites en un 
Estado Social de Derecho, de lo contrario importaría un poder penal sin 
límites; trasvasando un umbral de legitimidad, en cuanto aquellas esferas 
sociales donde se evidencia una lesividad social significativamente 
merecedora de pena”. (Peña, 2015, p. 366) 
“La potestad de imponer penas y medidas de seguridad por parte del 
Estado radica en un acto de plena soberanía; la facultad que se encuentra 
revestida para organizar el orden social conforme a los fines de la 
sociedad y la Nación; como una forma racional y civilizada de solucionar 
la conflictividad social más grave, esto es, el delito poniendo freno a la 
iracunda, irracionalidad de tomar la violencia punitiva de propia mano. 
Violencia decimos, pues la Justicia y el Derecho solo suelen emanar de 
los dictados de la razón, y justicia no es venganza”. (Peña, 2015, p. 213) 
1.3.1.4. EL FUNDAMENTO DEL IUS PUNIENDI 
 
“El fundamento del Ius Puniendi dependerá de la función que se le asigne 
a la pena, es decir, en razón de lo que legitima la existencia del derecho 
penal. Sobre esta cuestión se han presentado corrientes que abogan por 
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la falta de legitimidad del Derecho Penal, lo que significa que no habría un 
fundamento funcional para el Ius Puniendi”. (García, 2008, p. 72) 
“El fundamento del Ius Puniendi presupone la necesidad del Derecho Penal 
en la sociedad actual, de manera tal que, si el Derecho Penal no fuese 
necesario, entonces no habría manera de fundamentarlo materialmente”. 
(García, 2008, p. 72) 
1.3.1.5. LIMITES DEL IUS PUNIEDNI 
 
Respecto a los límites del Ius Puniendi, el maestro García (2008), advirtió lo 
siguiente: 
“La potestad estatal de castigar las conductas lesivas no puede ejercerse 
de forma irrestricta, de manera tal que no es posible que el Estado 
optimice al máximo la finalidad preventiva o restabilizadora de la pena al 
extremo de caer incluso en una situación de terror penal. El sistema penal 
debe sujetarse a un conjunto de principios o garantías que limitan el 
ejercicio de la facultad punitiva del Estado. A estos límites se les conoce 
también como principios políticos criminales, en la medida que 
condicionan el uso del Derecho penal para hacer frente a las conductas 
socialmente dañosas. La justificación de estos principios político – 
criminales puede encontrarse tanto en una perspectiva preventiva como 
en una restabilizadora del Derecho Penal”. (p. 74 a 75) 
“En la lógica preventiva, se dice que la pena no sólo debe ser eficaz en la 
prevención de los delitos (Zweckrationaliat), sino que debe también 
orientarse al respecto de las garantías jurídico-penales (Wertrationalitat). 
En este orden de ideas, el Derecho penal se configuraría como una 
síntesis dialéctica de una finalidad utilitarista y una finalidad valorativa. Por 
el contrario, desde una perspectiva restabilizadora las garantías o 
principios se funcionalizarían en atención a la prestación social asignada 
al Derecho penal. En este sentido, no es posible que la pena cumpla su 
función si en el procedimiento de reestabilización no se observan los 
principios que aseguran que la pena desarrolle une efecto comunicativo 
en la sociedad actual. La comunicación penal no puede hacerse de 
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cualquier manera, sino que es necesario el cumplimiento de ciertas 
condiciones de legitimidad, es decir, el respeto de ciertas garantías 
penales”. (García, 2008, p. 75) 
“Los principios garantías que ordenan el ejercicio de la facultad punitiva del 
Estado se han perfilado a lo largo de casi doscientos años de discusión sobre 
los contornos que debe tener el sistema jurídico – penal”. (García, 2008, p. 
75) 
A continuación, se desarrollará la formulación y alcance de cada uno de 
estos principios frente al ejercicio de la potestad punitiva atribuida al Estado. 
1.3.1.6. PRINCIPIOS LIMITADORES DEL PODER PUNITIVO ESTATAL 
 
“Los principios limitadores del poder punitivo Estatal están básicamente 
en la Constitución, la que establece en su art. 43° que: “La República del 
Perú es democrática, social, independiente y soberana”. Es un estado de 
Derecho porque, tanto gobernantes como gobernados están sujetos a lo 
que establecen las Leyes, deben obedecer al sistema jurídico. Es un 
Estado Democrático porque, se respeta la participación mayoritaria de 
todos los miembros de la sociedad. Es un Estado Social porque, primala 
vida en sociedad, el Estado debe respetarla y mantenerla para lograr una 
convivencia armónica entre todos sus miembros”. (Bramont, 2008, p. 81) 
Los principales principios limitadores del poder punitivo estatal, es decir del 
Derecho Penal Subjetivo son: 
a. Legalidad 
b. Intervención mínima 
c. Protección de los bienes jurídicos 
 
 
A) EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD 
 
“Conocido también como axioma de corta legalidad o de mera legalidad, o 
como principio de reserva de ley penal, por virtud del cual solo la ley -ni un 
juez ni autoridad alguna- determina que conducta es delictiva”. (Villa, 2014, 
p.135) 
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Jakobs (citado por el jurista Villa, 2014) señala: “Una interpretación 
orientada no a la pureza de las ideas sino a la eficacia práctica de la 
norma, ha de tener en cuenta desde el principio el siguiente texto: exigir 
un máximo de taxatividad o determinación sobrepasa lo que puede llevar 
a cabo cualquier práctica legislativa o interpretativa – no utópica-. Por eso, 
el uso de la libertad de acción sin peligro de resultar castigado solo es 
posible si se da la determinación previa de lo punible, y solo se garantiza 
la seguridad ante la arbitrariedad -sobre todo judicial -cuando la 
determinación previa tiene lugar en consonancia con lo razonable o la 
voluntad general”. (p.136) 
Urquizo (citado por Villa, 2014) indica que “el principio de legalidad es, pues, 
un medio racional de lograrla seguridad la seguridad jurídica que evita que el 
sistema punitivo se desborda creando formas e instrumentos coercitivos que 
no expresan necesidades finales de los procesos de organización de las 
personas, la sociedad o el Estado”. (p.136) 
Por otro lado, Bramont (2008), explica que, el principio de legalidad: 
 
Es el principio más importante y tiene su base en la frase de Feuerbach 
(citado en Bramont, 2008): “Nullum crimen, nullum poena sine lege” que 
quiere decir: no hay delito, no hay pena sin ley”. Sólo se considera como delito 
el hecho y sólo se puede aplicar una sanción penal si éste está establecido 
previamente en la ley. Este aforismo es una seguridad para la sociedad, el 
cual dentro de nuestro ordenamiento jurídico tiene su asidero en la 
Constitución Política del Perú. 
Artículo 2, numeral 24- D de la Constitución Política del Perú: “Nadie será 
procesado ni condenado por acto u omisión que al tiempo de cometerse no 
esté previamente calificado en la ley, de manera expresa e inequívoca, como 
infracción punible; ni sancionado con pena no prevista en la ley”. (Chanamé, 
2011, p. 44) 
Asimismo, el artículo II del Título Preliminar del Código Penal que a la letra 
dice: “Nadie será sancionado por acto no previsto como delito o falta por la 
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ley vigente al momento de su comisión, ni sometido a la pena o medida de 
seguridad que se encuentren establecidas en ella”. 
Según, señala Bramont (2008): 
 
“La principal fuente del Derecho Penal es la Ley, la cual debe cumplir con 
tres requisitos: 
1. Debe ser escrita (nullum crimen sine lege scripta): es decir, se 
descarta el derecho consuetudinario. De esta forma también se 
excluye la analogía. 
2. Debe ser previa (nullum crimen sine lege previa): es decir, debe ser 
anterior a la comisión del hecho delictuoso. Las leyes no tienen efectos 
retroactivos. 
3. Debe ser estricta (nullum crimen sine lege certa): es decir, los delitos 
deben ser descritos de la manera más precisa posible”. (p.82) 
A diferencia de Bramot; Zulgaldía (citando a Reátegui, 2016) advierte que: 
 
“Son cuatro las manifestaciones del principio de legalidad, y son los 
siguientes: 
1. Garantía Criminal (nullum crimen sine lege), ninguna conducta, por 
reprochable que sea, puede ser considerada como delito si 
previamente una ley no lo ha establecido. 
2. Garantía Penal (nulla poena sine lege): no puede establecerse más 
penas que las establecidas expresamente por el legislador en cada 
caso. 
3. Garantía jurisdiccional (nemo damnetur nisi per legale iudicium), nadie 
puede ser castigado sino en virtud de un juicio formal ante el Tribunal 
competente, en el cual se respeten todas las garantías establecidas 
por la ley. 
4. Garantía de Ejecución, no puede ejecutarse pena alguna sino en la 
forma prevista por la ley”. (p. 370) 
Por otro lado, encontramos lo manifestado por la profesora Huerta (citado 
por el maestro Villa, 2014): 
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“El Principio de Legalidad Penal constituye, sin lugar a duda, un 
importante limite externo monopolístico del ius puniendi por parte del 
Estado. Ello es así porque su acatamiento impide que los poderes 
ejecutivo y judicial configuren libremente delitos, faltas o infracciones 
administrativas, circunstancia de agravación de penas, sanciones o 
medidas de seguridad. De ahí que tenga un fundamental carácter 
defensivo frente a toda clase de abusos o arbitrariedades en materia tan 
sensible como es la privación y restricción de la libertad individual”. (p. 
138) 
Es importante mencionar al maestro Bacigalupo, pues menciona de manera 
clara el desarrollo del principio de legalidad. 
Desde el punto de vista de Bacigalupo (2004), respecto al principio de 
legalidad: 
“El principio nulla poena sine lege o principio de legalidad adquirió carácter 
fundamental en el Derecho Penal como principio constitucional y como 
principio propiamente penal, independientemente de cualquier teoría de 
la pena. La consecuencia práctica de este principio es la siguiente: 
ninguna sentencia condenatoria se puede dictar aplicando una pena que 
no éste fundado en una ley previa, es decir, una ley en la que el hecho 
imputado al autor sea amenazado con pena. En otras palabras, el 
razonamiento judicial debe comenzar con la ley, pues solo de esa manera 
la condena se podrá fundar en la ley penal”. (p. 100) 
Este principio se divide en dos partes, como se ha visto: nullum crimen sine 
lege y nulla poena sine lege, tanto el delito como la pena deberán estar 
expresamente en la ley previa. (Bacigalupo, 2004) 
El Código Penal recoge ambas fases del principio de legalidad, en su artículo 
1, (nullum crimen sine lege), aquí limita el poder penal del Estado frente a la 
acción u omisión que no éste prevista como delito o falta por la ley; y en su 
artículo 2.1 (nulla poena sine lege), prohíbe castigar delitos o faltas con una 
pena que no se encuentre prevista por ley anterior a su perpetración. 
(Bacigalupo, 2004) 
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B) PRINCIPIO DE ÚLTIMA RATIO O INTERVENCIÓN MÍNIMA DEL 
DERECHO PENAL 
“Otro de los aspectos político – criminales que informa la intervención 
penal es el llamo principio de mínima intervención o de ultima ratio. Según 
este principio, el Derecho Penal solo debe intervenir en los casos 
estrictamente necesarios, es decir, cuando el problema o conflicto social 
no pueda resolverse con los otros sistemas de control extrapenales, pues 
el Derecho Penal no es un instrumento de control más, sino que, a causa 
de las consecuencias de su aplicación, deviene en un mecanismo 
especialmente problemático para los ciudadanos y la sociedad. Esta 
secundariedad del Derecho Penal se expresa concretamente en los 
principios de subsidiariedad y fragmentariedad que orientan la labor de 
incriminación que lleva a cabo el legislador penal: solo las lesiones más 
intolerables a los bienes jurídicos más importantes deben sancionarse 
penalmente”. (García, 2008, p. 92 a 93) 
“El derecho penal solo debe intervenir en aquellos actos que atenten 
gravemente contra bienes jurídicos protegidos. Su intervención debe ser 
útil de lo contrario pierde su justificación, tal como señala, (Mir Puig 
(1998)): “…cuando se demuestre que una determinada reacción penal es 
inútil para cumplir su objetivo protector, deberá desaparecer, aunque sea 
para dejar lugar a otra reacción penal más leve”. (p. 88) 
A esto el profesor Bustos (citado por Bramont, 2008): “La intervención penal 
del Estado solo está justificada en la medida que resulta necesaria para la 
mantención de su organización política dentro de una concepción 
hegemónica democrática”. (p. 88) 
“Todo lo que va más allá de tal medida lo encauza por la vía autoritaria, 
que termina inevitablemente en la supresión de las bases democráticas 
del Estado”. Es decir, el Estado solo puede sancionar una conducta 
cuando ello sea necesario para mantener el equilibrio y orden social. Por 
ejemplo: en el caso de la pena de muerte, la cual no tiene ningún efecto 
disuasorio sobre los sujetos, puede ser reemplazada por una pena 
inferior”. (Bramont, 2008, p. 89) 
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“Es así que el principio de intervención mínima supone un límite 
fundamental a las leyes penales, estableciendo que éstas solo se 
justifican en la medida que sean esenciales e indispensables para lograr 
la vida en sociedad. Se quiere evitar que los grupos de poder utilicen las 
leyes penales para su propio beneficio; la ley que solo sanciona conductas 
sin responder a los requerimientos de la colectividad no debe ser 
calificada como penal”. (Bramont, 2008, p. 89) 
EL PRINCIPIO DE INTERVENCIÓN MÍNIMA INCLUYE: 
 
1. PRINCIPIO DE FRAGMENTARIEDAD: 
 
“El derecho penal no protege todos los bienes jurídicos de la sociedad 
sino, solo los más importantes. Si el derecho penal interviniera en todas 
las situaciones en que hay conflicto se correría el riesgo de paralizar toda 
la actividad social y económica del país; además, las personas no vivir 
bajo la constante amenaza de una posible sanción penal, aparecería una 
inseguridad total en los ciudadanos; así en algunos sectores del 
ordenamiento penal se ha procedido a eliminar ciertas figuras delictivas 
como: el adulterio y la rapiña. El ordenamiento jurídico tiene en cuenta la 
forma en que se afecta al bien jurídico por eso mayormente se castigan 
los delitos dolosos”. (Bramont, 2008, p.89) 
“Si bien el carácter fragmentario del Derecho Penal fue formulado en su 
sentido crítico como un gran defecto del Código Penal Alemán, en la 
actualidad se presenta como una limitación de la punibilidad de las 
acciones. Según el principio de fragmentariedad, no toda conducta lesiva 
de bienes jurídicos merecedores de protección penal debe ser sancionada 
penalmente. Dentro del conjunto de conductas lesivas solo deben ser 
sometidas a represión penal las más graves. Así, por ejemplo, si bien la 
confianza en el respeto al patrimonio de otro es un bien jurídico elemental, 
el simple incumplimiento del pago de una deuda no puede ser reprimida 
penalmente. En el caso del patrimonio, solamente las conductas más 
intolerables, como la sustracción subrepticia, el apoderamiento violento, 
el abuso de la confianza o la disposición provocada por un engaño, se 
sancionan penalmente, pues solo en estos casos el nivel de perturbación 
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social amerita la intervención del Derecho Penal para devolver la 
confianza a la expectativa defraudada”. (García, 2008, p. 94) 
2. PRINCIPIO DE INTERVENCIÓN MÍNIMA DE LAS PENAS 
 
“Este principio señala que se deben aplicar penas de cota duración, ya 
que, estas son más efectivas; pero, esto no está funcionando en nuestro 
país, donde la tendencia es aumentar los márgenes de la pena, un 
ejemplo claro es la imposición de la cadena perpetua”. (Bramont, 2008, 
p.89 a 90) 
 
3. PRINCIPIO DE HUMANIDAD DE LAS PENAS 
 
“Éstas no tienen por qué ser inhumanas, deben tender a resocializar al 
sujeto y prevenir el delito (art. IX del Título Preliminar del CP). Nuestro 
actual ordenamiento penal incluye diversas figuras pueden funcionar 
como alternativas a la pena privativa de libertad; el principio de 
oportunidad, la conversión de penas, la reserva del fallo condenatorio, la 
exención de pena, la suspensión de la ejecución de la pena, etc.”. 
(Bramont, 2008, p. 90) 
4. PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD DE LAS PENAS 
 
“El principio de proporcionalidad exige que el establecimiento de las 
conminaciones penales y la imposición de las penas tengan una relación 
valorativa con el hecho delictivo contemplado en la globalidad de sus 
aspectos. La doctrina penal nacional entiende predominantemente que 
este principio se encuentra reconocido en el artículo VIII del Título 
Preliminar del Código Penal”. (García, 2008, p. 130 a 131) 
“Informa este principio del equilibrio y prudencia que debe existir entre la 
magnitud del hecho y la pena que le debe corresponder al autor”. (Villa, 2014, 
p. 144) 
Muñoz (citado por el maestro Villa, 2014) señala que: “Se trata de una 
prohibición legal al exceso en la punición de conductas y es un derivado del 
principio de intervención mínima necesaria”. (p. 144) 
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“La pena debe ser proporcional a la magnitud del daño causado y al 
desprecio al orden jurídico (art. VIII del Título Preliminar del CP). Debemos 
tener en cuenta que los costos sociales de la pena son elevados, los 
efectos negativos de la misma inciden no solamente sobre la persona que 
cometió el delito, sino también sobre sus familiares, su ambiente social y 
sobre la sociedad. Esto nos lleva a afirmar que la intervención penal más 
que solucionar el problema puede agudizarlo”. (Bramont, 2008, p.90) 
“La proporcionalidad debe fijar el punto en que la pena sea necesaria y 
suficiente a la culpabilidad del autor, aunque con sujeción a la importancia 
de la noma protectora, lo mismo que a la magnitud del daño, no tenido 
cabida criterios de retribución talionar o de venganza”. (Villa, 2014, p. 144) 
5. PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD 
 
“El Derecho penal, como todo el Ordenamiento jurídico, tiene una función 
eminentemente protectora de bienes jurídicos; pero en esta función de 
protección le corresponde tan sólo una parte, y ciertamente la última, 
interviniendo únicamente cuando fracasan las demás barreras protectoras 
del bien jurídico que deparan otras ramas del Derecho. Ello ha llevado a 
un cierto sector de la doctrina a decir que, frente a estas otras ramas 
jurídicas, el Derecho penal tiene carácter subsidiario”. (Muñoz y García, 
2010, p. 73) 
“El Derecho Penal deja de ser necesario para proteger a la sociedad 
cuando esto puede conseguirse por otros medios, que serán preferibles 
en cuanto sean menos lesivos para los derechos individuales. Se trata de 
una exigencia de economía social coherente con la lógica del Estado 
social. El principio de la máxima utilidad posible, para las posibles víctimas 
debe combinarse con el de mínimo sufrimiento necesario, para los 
delincuentes. Ello conduce a una fundamentación utilitarista del Derecho 
Penal no tendente a la mayor prevención posible, sino al mínimo de 
prevención imprescindible. Entra en juego así, el Principio de 
Subsidiariedad, según el cual el Derecho Penal ha de ser la última ratio, 
el último recurso a utilizar a falta de otros medios lesivos. El llamado 
carácter fragmentario del Derecho Penal constituye una exigencia 
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relacionada con la anterior. Ambos postulados integran el llamado 
principio de intervención mínima”. (Mir, 2011, p. 118) 
“Para protegerse los intereses sociales el estado debe agotar los medios 
menos lesivos que el Derecho Penal antes de acudir a éste, que en este 
sentido debe constituir un arma subsidiaria, una última ratio. Deberá 
preferirse ante todo la utilización de medios desprovistos del carácter de 
sanción, como una adecuada Política social. Seguirán a continuación las 
sanciones no penales: así, civiles (por ejemplo: impugnabilidad y nulidad 
de negocios jurídicos, repetición por enriquecimiento injusto, reparación 
de daños y perjuicios) y administrativas (multas, sanciones disciplinarias, 
privación de concesiones, etc.). Solo cuando ninguno de los medios 
anteriores sea suficiente estará legitimado el recurso de la pena o de la 
medida de seguridad. Importa destacarlo específicamente frente a la 
tendencia que el Estado social tiene una excesiva intervención y a una 
fácil huida al derecho penal. Pero también el estado Social puede 
conseguirlo si hace uso de sus numerosas posibilidades de intervención 
distintas a la prohibición bajo sanción”. (Mir, 2011, p. 118) 
Por otro lado, el maestro García (2008) afirma: 
 
“Puede decirse que el principio de subsidiariedad tiene una manifestación 
cualitativa y otra cuantitativa. En el plano cualitativo, la subsidiariedad 
significa que solamente los bienes jurídicos más importantes pueden 
legitimar la intervención del Derecho Penal. En este sentido, las conductas 
que cuestionan la vigencia de aspectos que no son esenciales para la 
constitución del sistema social no pueden dar pie a una sanción penal, 
aun cuando se encuentren generalizadas y no exista manera de reducir 
su tasa de incidencia con otros mecanismos de control. Así, por poner un 
ejemplo, la copia en las evaluaciones universitarias, por más que se 
realicen frecuentemente, no pueden ser castigadas penalmente, pues el 
orden de las evaluaciones en los estudios universitarios no constituye un 
aspecto esencial del sistema social que justifique recurrir al Derecho 
Penal”. (p. 93) 
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“Pero la subsidiariedad tiene además una expresión cuantitativa, en el 
sentido de que no podrá recurrirse al Derecho Penal si las conductas 
disfuncionales pueden controlarse suficientemente con otros medios de 
control menos lesivos. Se presenta, como puede verse, una cierta 
vinculación entre el sistema penal y otros sistemas de control, de manera 
tal que en la medida que los órdenes extrapenales pueden solventar las 
situaciones relevantes de conflicto, el Derecho Penal no se verá obligado 
a intervenir en la solución de estos conflictos…”. (García, 2008, p.93) 
“…Si los mecanismos de control extrapenales alcanzan suficientemente 
para mantener en niveles tolerables determinadas conductas socialmente 
perturbadoras, entonces no habrá que cargar a las esferas de libertad de 
los individuos con amenazas penales. Esta subsidiariedad cuantitativa no 
debe llevar, sin embargo, a la conclusión de que los diversos mecanismos 
de control cumplen una función homogénea. Lo que sucede es que, en 
determinados casos, los mecanismos de reacción no penales alcanzan 
empíricamente la función asignada al Derecho Penal (de prevención o de 
reestabilización), de manera que resultaría innecesario recurrir a los 
mecanismos de reacción penales”. (García, 2008, p. 93 a 94) 
6. PRINCIPIO DE ULTIMA RATIO 
 
“El Derecho Penal debe intervenir solo cuando otros medios de control 
social – formales e informales- han fracasado. Esto, hoy en día es 
discutible, dado que en múltiples ocasiones hemos observado como el 
legislador utiliza la fuerza penal como primera ratio, para la solución de 
conflictos sociales. La gravedad del control penal, es decir, el modo tan 
directo y personal del ejercicio de la violencia estatal que él significa 
impone que solo se le considere de última instancia. Es el último recurso 
que ha de utilizar el Estado, solo en ese caso está justificado su empleo”. 
(Bramont, 2008, p. 91) 
El principio de última ratio también se puede aplicar sobre las sanciones 
a imponerse, se debe preferir una sanción administrativa antes que una 
sanción penal; un ejemplo de esto surge en los delitos referidos al medio 
ambiente, en los cuales la administración tiene el poder de sancionar. El 
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derecho penal siempre tiene un carácter subsidiario, lo que no implica que 
exista un control anterior, sino que la reacción penal resulta adecuada 
donde el orden jurídico no puede ser protegido por medio menos gravoso 
que la pena. (Bramont, 2008, p. 91) 
C) PRINCIPIO DE PROPORCIÓN DE BIENES JURÍDICOS 
 
“Al derecho penal de un estado social ha de justificarse como sistema de 
protección de la sociedad. Los intereses sociales que por su importancia 
pueden merecer la protección del Derecho se denominan “bienes 
jurídicos”. Se dice, entonces, que el Derecho Penal solo puede proteger 
bienes jurídicos, la expresión bien jurídico, se utiliza en este contexto en 
su sentido político – criminal, de objeto que puede reclamar protección 
jurídico- penal, en contraposición a su sentido dogmático, que alude a los 
objetivos que de hecho protege el Derecho Penal vigente”. (Mir, 2011, 
p.119 a 120) 
 
“Que el derecho penal sólo deba proteger bienes jurídicos no significa que 
todo bien jurídico haya de ser protegido penalmente, ni tampoco que todo 
ataque a los bienes jurídicos penalmente tutelados deba determinar la 
intervención del Derecho Penal. Ambas cosas se opondrían 
respectivamente, a los principios de subsidiariedad y carácter 
fragmentario del Derecho Penal”. (Mir, 2011, p. 120) 
El maestro García (2008) señala que: 
 
“El principio de exclusiva protección de bienes jurídicos establece que el 
Derecho Penal solamente puede intervenir para proteger bienes jurídicos 
que merezcan dicha protección. En este orden de ideas, se le asigna al 
bien jurídico la función de legitimar la intervención penal. Sin embargo, 
para poder definir adecuadamente el alcance de este principio político – 
criminal, resulta necesario precisar que se entiende por bien jurídico 
merecedor de protección penal. La discusión doctrinal sobre esta 
institución esencial del Derecho Penal tiene más de un siglo de antigüedad 
y, pese al tiempo transcurrido, los penalistas no se han puesto de acuerdo 
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sobre su sentido y alcance. Se trata de un concepto jurídico- penal que 
todos usan, pero que no todos lo entienden del mismo modo”. (p. 76) 
Bramont (2008) precisa que: 
 
“… el derecho penal no puede intervenir en todos los conflictos sociales 
que se presenten, sino que debe limitarse a la protección de los valores 
fundamentales del orden social. Estos valores fundamentales son los 
denominados bienes jurídicos- interés jurídicamente tutelado; no todos los 
bienes jurídicos cuentan con protección penal, sino sólo los más 
importantes”. (p. 91 a 92) 
A ello agrega lo manifestado por Fernández (citado en Bramont, 2008): 
 
“Un derecho penal democrático solo debe proteger aquellos bienes 
jurídicos que se valoran como absolutamente indispensables pata la 
permanencia y el desarrollo de la coexistencia pacífica. Dicho 
negativamente, lo que le derecho penal puede y quiere evitar es la guerra 
general, la lucha impacífica de todos contra todos o, como antes se decía, 
la disolución del orden social”. (p. 92) 
De modo accesorio, menciona a Mir (citado en Bramont, 2008) quien afirma: 
 
“El derecho penal no solo debe proteger bienes jurídicos, no significa que 
todo bien jurídico haya de ser protegido penalmente, ni tampoco que todo 
ataque a los bienes jurídicos penalmente tutelados deba determinar la 
intervención del derecho penal. Ambas cosas se opondrían 
respectivamente, a los principios de subsidiariedad y carácter 
fragmentario del derecho penal. El concepto de bien jurídico es, pues, más 
amplio que el de bien jurídico penal”. (p. 92) 
Los bienes jurídicos son cambiantes, es decir, esto se manifiesta en la 
penalización de ciertas conductas como los delitos contra el orden 
económico, contra el medio ambiente, el delito tributario, y una vez en la 
despenalización de otras, como el adulterio, la riña, el duele, etc. (Bramont, 
2008) 
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Actualmente, toda norma de parte especial del Código Penal o de las Leyes 
especialmente deben proteger por lo menos un bien jurídico. De aquí que, 
para aplicar la sanción penal se requiera necesariamente que se haya 
lesionado o puesto en peligro un bien jurídico protegido, tal como lo establece 
el artículo IV del Título Preliminar del Código Penal. Por ejemplo: no se afecta 
un bien jurídico si, uno se casa dos veces con la misma persona. (Bramont, 
2008) 
“Debemos diferenciar conceptualmente al bien jurídico del objeto de la 
acción, por ejemplo, en el delito de hurto, una cosa es la posesión – bien 
jurídico – y otra cosa es el bien mueble total o parcialmente ajeno – objeto 
de la acción. Al derecho penal no le interesa el objeto material sobre el 
recae la acción sino el bien jurídico que se está afectando”. (Bramont, 
2008, p. 93) 
1.3.1.7. PRINCIPIOS LIMITADORES EN EL CÓDIGO PENAL DE 1991 
 
 
A. PRINCIPIO DE RESPONSABILIDAD SUBJETIVA 
 
“Es decir la responsabilidad penal de la persona es producto de su voluntad 
o de su imprudencia o culpa. Esto elimina la responsabilidad penal objetiva, 
la cual está prohibida es nuestro actual Código Penal”. (Bramont, 2008, p. 93) 
Dicho principio se encuentra regulado en el artículo VII del Título Preliminar 
del Código Penal. 
B. PRINCIPIO DE ORIENTACIÓN DE LA PENA PRIVATIVA DE 
LIBERTAD A LA SOCIALIZACIÓN DEL SUJETO 
Bramont (2008), expresa: 
 
“La función de la pena privativa de libertad se dirige a que el sujeto sea 
rehabilitado y resocializado para que, de esta forma, pueda incorporarse 
a la sociedad nuevamente. (artículo IX del Título Preliminar del CP). 
Lamentablemente, nuestro Código actual en una de sus modificaciones 
incorporó la pena de cadena perpetua que es una prueba del fracaso del 
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sistema, ya que esta medida demuestra que existen sujetos que no 
puedan ser resocializados”. (p. 93) 
C. PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN DE INOCENCIA 
 
Respecto a este principio el maestro Bramont (2008), explica lo siguiente: “La 
duda favorece al reo – Indubio Pro-Reo-. Es un principio que se recoge 
constitucionalmente, pero, lamentablemente, en nuestra realidad funciona al 
revés”. (p. 93) 
D. PRINCIPIO DE LEGALIDAD: 
 
“Toda persona debe ser castigada si el hecho está previsto en la Ley como 
delito con anterioridad a la comisión del mismo”. (Bramont, 2008, p. 94) 
Peña (2015) afirma: 
 
“Del principio de legalidad, no solo se manifiesta en la necesidad, de que 
las conductas penalmente prohibidas, se encuentren taxativamente 
reguladas en el cuerpo punitivo, al momento de la comisión del hecho, 
sino también, en lo que respecta a los marcos penales imponibles, así 
como el procedimiento y los medios de ejecución”. (p. 392 a 393) 
“En el ámbito estricto de la legalidad, únicamente se puede imponer una 
pena de la forma prevista por la ley al momento de la comisión del injusto, 
es decir, solo la sanción en el contenido, tal como estaba planteado al 
momento de su infracción normativa, donde el marco penal no puede ser 
desbordado, al momento de su imposición judicial”. (Peña, 2015, p.393) 
E. PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD 
 
“La gravedad de la pena tiene que ser proporcional a la gravedad del 
hecho cometido por la persona (art. VIII del Título Preliminar del CP). En 
tal sentido, nuestro Código Penal hace distinción entre los delitos y las 
faltas, siendo el primero más grave que el segundo”. (Bramont, 2008, p. 
94) 
 
F. PRINCIPIO DE CULPABILIDAD 
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“Culpabilidad es reprochabilidad del hecho típico y antijuridico, fundada en 
que su autor loe ejecutó no obstante que en la situación concreta podía 
someterse a los mandatos y prohibiciones del derecho. Por consiguiente, 
significa que el disvalor del acto injusto se extiende también a la persona 
del agente, porque puede serle atribuido como obra suya”. (Bramont, 
2008, p. 07) 
“… El principio se expresa como -no hay pena sin reprochabilidad-, esto es, 
que no puede haber pena si no le era exigible al autor otra conducta conforme 
a derecho…”. (Zaffaroni, 1981, p. 424) 
Se ha considerado pertinente citar al autor Zaffaroni, por ser importante la 
definición que persigue sobre el principio de culpabilidad. 
“También llamado Responsabilidad (art. VII del Título Preliminar del CP). La 
pena requiere que el sujeto sea culpable o responsable de un hecho. Se 
excluye de esta manera a las personas jurídicas como sujetos activos en la 
comisión de delitos”. (Bramont, 2008, p. 94) 
García (2008), indica que: 
 
“El principio de culpabilidad establece que la pena no puede imponerse al 
autor por la sola aparición de un resultado lesivo, sino únicamente en tanto 
pueda atribuirse el suceso lesivo como un hecho suyo. Como puede 
verse, la culpabilidad del autor se determina en relación con un hecho 
(Derecho Penal del acto), de manera que no cabe admitir planteamientos 
que sustenten la culpabilidad en modo de vida del autor (Derecho Penal 
de autor), esta afirmación no significa que todo lo anterior al hecho 
carezca de relevancia penal, pues elementos como el dolo o la 
imputabilidad , o los criterios de medición de la pena tienen 
necesariamente en cuenta sucesos anteriores a la realización del hecho 
delictivo. Lo que no resulta de recibo es que la imposición de la pena se 
sustente o se incremente en razón de aspectos de la vida del autor…”. (p. 
124) 
“…En este orden de ideas, hay razones de atendibles para cuestionar la 
compatibilidad de la agravante del delito de favorecimiento de la 
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prostitución prevista en el artículo 79, inciso 6 con un derecho penal de 
acto, en la medida que sustenta la agravación de la pena en el hecho de 
que el autor del delito haya hecho del proxenetismo su oficio o modo de 
vida”. (García, 2008, p.124) 
 
G. PRINCIPIO DE INTERVENCIÓN MÍNIMA, INCLUYENDO LA 
FRAGMENTARIEDAD Y SUBSIDIARIEDAD 
“El derecho solo debe intervenir para sancionar los comportamientos más 
graves que afecten la sociedad (protección de bienes jurídico-penales) y, 
cuando se han agotado todos los controles posibles para la solución del 
problema (ultima ratio)”. (Bramont, 2008, p. 94) 
 
H. PRINCIPIO DE PROTECCIÓN DE LOS BIENES JURÍDICOS 
 
“Solo se sancionan los actos que lesionen o pongan en peligro los bienes 
jurídicos (art. IV del Título Preliminar del Código Penal)”. (Bramont, 2008, p. 
94) 
1.3.1.9. FUNCIÓN DEL DERECHO PENAL 
 
Cabe mencionar la importancia de lo señalado por el maestro Bacigalupo, 
respecto a la función del Derecho penal, por lo que se ha creído conveniente 
citarlo en este punto por ser de suma importancia para el presente trabajo de 
investigación. 
Bacigalupo (2004) afirma: 
 
“La función del Derecho penal está, a su vez, vinculada de una manera 
muy estrecha a las concepciones sobre su legitimidad. Si se piensa que 
es una función (legítima) del Estado realizar ciertos ideales de justicia, el 
derecho penal será entendido como un instrumento al servicio de valor 
justicia. Por el contrario, si se entiende que la justicia, en este sentido, no 
da lugar a una función del Estado, se recurrirá a otras concepciones del 
Derecho penal en el que éste será entendido de una manera diferente. 
Por lo general, en este caso, se justificará el Derecho penal como un 
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instrumento socialmente útil. El valor que se asigne a estas funciones será 
el fundamento de la legitimidad del Derecho penal”. (p. 30) 
El derecho penal como instrumento de control social cumple diversas funciones, 
entre las que destacan según Silva (citado por el maestro Villa, 2014): “1; la 
función ético social, 2; la función simbólica y, 3; la función psico- social”. (p. 129) 
A. LA UNCIÓN ÉTICO-SOCIAL 
 
“Cumpliría el derecho penal una función formadora de los patrones 
comportamentales de la sociedad pues, aun cuando el derecho penal y 
moral son cosas distintas, qué duda cabe que de todas formas recoge o 
contiene un mínimo ético compuesto de lo que en una comunidad son 
valores universales y fundamentales”. (Villa, 2014, p. 130) 
“El derecho penal propicia la internalización de sus normas, las que 
informan de conductas desvaloradas que pueden acarrear un estigma del 
que el ciudadano busca apartarse de la pena. Ya en este solo hecho los 
valores de honradez, probidad, se oponen a las realizaciones 
conductuales contenidos en los tipos penales, lo que determina por 
oposición, el paradigma de ciudadano esperado, condición que premia y 
refuerza la comunidad”. (Villa, 2014, p. 130) 
El jurista Muñoz (citado en Villa, 2014), señala: “Visto de esta forma, el derecho 
penal cumpliría una función educativa”. (p. 130) 
“El caso más revelado de los propósitos pedagógicos de las normas penales lo 
tenemos en la tipificación de los delitos sociales o ecológicos”. (Villa, 2014, p. 
130) 
B. FUNCIÓN SIMBÓLICA 
 
“Llamada también función retórica, procura antes que la especifica 
instrumental meta de proteger los bienes jurídicos, fomentar la producción 
en la opinión pública de la impresión tranquilizadora de un legislador 
atento y decidido”. Silva (citado por el maestro Villa, 2014) 
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“La función simbólica, produce un efecto placebo, que a la postre hace al 
derecho perder fiabilidad y trocarlo inútil a la finalidad de tutelar los bienes 
jurídicos, por lo que puede considerarse ya, que las disposiciones con una 
exclusiva función simbólica son ilegitimas y deben desterrarse del 
ordenamiento jurídico”. Silva (citado por el maestro Villa, 2014) 
“Por nuestra parte rechazamos un derecho penal placebo, por considerarlo 
contradictorio con su naturaleza de ultima ratio y de su índole supuestamente 
devastadora, intimidatoria y preventiva”. (Villa, 2014, p. 131) 
C. FUNCIÓN PSICO-SOCIAL 
 
“Alude esta función al papel de satisfactor de las motivaciones sociales que debe 
cumplir el derecho penal. Un canalizador del encono colectivo. En efecto la 
sociedad agraviada reclama sanción”. (Villa, 2014, p. 131) 
“El instinto de venganza, aun siendo bajo, es eso: instintivo. Existe el 
instinto de venganza en una medida tal que debe ser aplacado y 
reconducido por el funcionamiento ecuánime pero severo del derecho 
penal, con lo que, de paso se maneja la violencia social”. (Villa, 2014, p. 
131) 
Asimismo, Ferrajoli (citando al jurista Villa, 2014) afirma que: 
 
“Ha de ser primariamente mínimo o necesario para evitar, la violencia 
social informal, concepto este en el que se cuentan ante todo las posibles 
reacciones punitivas espontaneas de los ciudadanos agredidos por un 




1.3.2. POLÍTICA CRIMINAL 
 
Respecto a la Política Criminal, se ha considerado pertinente citar como fuente 
a los autores López y Darío, por ser importante para el presente trabajo de 
investigación, ya que el desarrollo de este capítulo contribuirá para concluir con 
el mismo. 
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“…La política criminal es parte de la política general del Estado. Así como 
se fija una política económica, una política de salud o una política 
previsional, también es preciso que el Estado planee los objetivos políticos 
respecto del fenómeno criminal y disponga las medidas para su logro. Se 
cumple, así, una función de guía y control al legislador en la toma de 
decisiones sobre problemas de criminalidad. Podemos decir entonces, 
que por política criminal habremos de considerar aquella disciplina que 
trata de determinar con arreglo a criterios técnicos y fundamentalmente 
políticos, las conductas que deben ser objeto de criminalización, los 
medios que se estimen como adecuados para una eficaz prevención del 
delito y las metas propuestas en la ejecución de las penas”. (López y 
Darío, 2004, p. 28 a 29) 
“Por Política criminal podría entenderse al conjunto de objetivos que 
sustentan las decisiones estatales tomadas para hacer frente a la 
criminalidad. En un sentido práctico, podría considerarse como objetivos 
político-criminales todas las finalidades que se procuran con la 
configuración del sistema penal. Así, podría considerarse una finalidad 
político- criminal reducir el incremento de determinada forma de 
criminalidad mediante la incriminación de cierto tipo de conductas, así 
como también producir un efecto puramente simbólico con determinada 
penalización o con el incremento de la severidad de cierta pena…”. 
(Ambos, García y otros, 2009, p. 18) 
“La finalidad esencial de la política criminal es mantener el respeto de las 
garantías de los ciudadanos frente al ejercicio de la potestad punitiva del Estado”. 
(Ambos, García y otros, 2009, p. 19) 
La política criminal surge teniendo como base resultados de las corrientes 
criminológicas efectuando así un estudio crítico y prospectivo de las normas 
jurídico-penales u de las vías institucionales para su oportuna y eficaz aplicación 
preventiva y represiva, promoviendo las reformas legislativas adecuadas a las 
nuevas situaciones sociales, e incluso la hermenéutica judicial más acorde con 
las necesidades del momento y con el cambio que se desea. (Bramont, 2008) 
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“La política criminal se compone del conjunto uniforme de criterios rectores de lo 
que debe ser el fin del derecho penal y de la pena en una sociedad determinada”. 
(Villa, 2014, p. 52) 
“El marco orientador será en nuestro caso el estado liberal de derecho pues la 
política criminal encausa la práctica jurídico-penal subordinándola a la política ya 
que cada ordenamiento jurídico penal responde a una determinada orientación 
político criminal”. Mir (citado por el maestro Villa, 2014) 
Por otro lado, Jescheck (quien a su vez es citado por Villa, 2014) afirma: 
 
“La política criminal conecta con las causas del delito, se ocupa de como 
hayan de recogerse correctamente los elementos de los tipos penales 
para responder a la realidad de aquel, intenta determinar los efectos de 
las sanciones empleadas en el derecho penal, considera hasta que limite 
puede extender el legislador el derecho penal para no restringir la espera 
de libertad del ciudadano”. (p. 52) 
A diferencia de la posición de Jescheck, Liszt (citado por Villa, 2014) indica: “La 
política criminal no es una ciencia, son más bien lineamientos políticos 
generales. Se trata de una praxis correspondiente a una particular concepción 
del Estado, de la sociedad y tiempos vividos”. (p. 52) 
En el mismo sentido se pronuncia Villavicencio (citado por Villa, 2014) quien, 
respecto a la Política Criminal, alude: “Se ocupa, en primer término, de efectuar 
el estudio crítico y prospectivo de las normas penales y de las instituciones que 
se encargan de la oportuna y eficaz aplicación preventiva y represiva”. (p. 52 a 
53) 
García (2008) enfatiza: 
 
“El derecho penal puede verse también como uno de los instrumentos de 
lucha, quizá el más importante, utilizados por el Estado para hacer frente 
a la criminalidad. Se trata aquí de la llamada política criminal, la cual se 
encarga de valorar, desde el punto de vista de la eficacia y los principios 
fundamentales, los medios utilizados para la prevención del delito con la 
finalidad de proponer su mejoramiento. En la política criminal puede 
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identificarse dos fines esenciales. Por un lado, esta disciplina apunta a 
establecer la mejor forma de erradicar o disminuir la criminalidad 
(Zweckrationalitat), teniendo en consideración los factores de severidad y 
certeza del castigo. Por otra parte, la política criminal somete a valoración 
los medios utilizados para la represión penal (Wertrationalitat) desde el 
punto de vista del respeto a las garantías jurídico penales o también 
conocidos como principios político criminales”. (p. 22 a 23) 
“La ponderación política sobre el sistema penal puede tener lugar en el 
plano legislativo y en el judicial. En el primero, la política criminal se 
encarga de determinar qué clase de conductas socialmente nocivas 
deben prevenirse por medio del Derecho penal con criterios de 
merecimiento y necesidad de pena. Es aquí donde entran en 
consideración las necesidades y valoraciones sociales. Del mismo modo, 
la política criminal puede determinar la reforma del Derecho penal positivo 
vigente para mejorarlo y hacerlo más eficaz y acorde con la evolución 
social (por ejemplo, inclusión de nuevos tiempos penales, ampliación de 
los supuestos típicamente previstos, aumento de la severidad de la pena, 
etc.). Si bien esta labor implica cierto conocimiento del sistema penal, no 
se trata de un trabajo exclusivo de los dogmáticos, sino fundamentalmente 
de los políticos (legisladores). (García, 2008, p. 23) 
“La política criminal puede tener influencia no solo en el ámbito de la 
creación o reforma de las leyes penales, sino también al momento de su 
aplicación por parte de los tribunales penales. En este nivel si existe una 
íntima relación entre dogmática penal y política criminal. Dentro de los 
límites de las leyes penales (por el principio de legalidad) debe optarse 
por soluciones político criminalmente más conveniente como, por ejemplo, 
reforzar la confianza de una norma esencial especialmente cuestionada o 
interpretar a favor del reo en el caso de tipos penales con una redacción 
excesivamente amplia o severa. En la actualidad existe un consenso más 
o menos extendido en los estudios dogmáticos sobre la necesidad de 
orientar las soluciones dogmáticas a la consecución satisfactoria de 
finalidades político-criminales”. (García, 2008, p. 23) 
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Peña (2015), respecto a la Política Criminal, alude que: 
 
“Un aspecto es el normativo, donde se recoge las valoraciones 
sociológicas, proyectando la penalización o despenalización de una 
conducta, mediando el proceder legislativo, dando contenido al listado 
punitivo; lo que, en esencia, implica la sanción del Derecho positivo 
vigente, la formulación de tipos legales, comprendiendo los denominados 
ilícitos penales. Ello significa, derecho penal; empero otro nivel valorativo, 
significa la articulación de todos aquellos medios, instrumentos, 
herramientas, instituciones y otros, que emplea el Estado, para posibilitar 
que el Derecho penal alcance sus objetivos primordiales; con ello 
hablamos de Política Criminal, donde toma lugar el proceder legislativo”. 
(p. 51) 
“La política criminal es aquella ciencia política social, que se orienta y 
encamina a la formulación positiva, una lucha adecuada y eficaz contra la 
criminalidad, de arreglo con el principio de legalidad y de las instituciones 
encargadas a ejecutarla. La conflictividad social producida por el delito 
demanda una reacción del Estado a partir de razones de justicia y de 
utilidad, una conducta que pone en peligro los principios mínimos de 
convivencia social, estos factores normativos o de justicia; y otros factores 
empíricos o de utilidad”. (Peña, 2015, p. 52) 
A ello agrega Peña, lo manifestado por el maestro Muñoz (citado en Peña, 2015): 
“…constituyen la política criminal, las pautas a tener en cuenta por el legislador, 
en el proceso de criminalizador”. (p. 52) 
“Por su parte, la dogmática jurídico penal, como método conceptual que 
elaboró la teoría del delito y de la pena, siempre ha reconocido la 
existencia de dos componentes del delito: la parte objetiva o externa y una 
parte subjetiva o interna, la primera representada por la creación de un 
riesgo jurídicamente desaprobado y que éste ingrese al ámbito de 
protección de la norma, denominada por la actual ciencia penal como 
imputación objetiva; mientras, que la parte subjetiva, es el elemento 
interno, integrado en la psique del agente, que comprende a los 
elementos: al dolo y la culpa”. (Peña, 2015, p. 52) 
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“… la dirección que adopte la dogmática jurídico penal, en un momento 
dado, en una coyuntura determinada, dependerá de los vientos de política 
criminal; el ajuste de la sanción punitiva, la inclusión de circunstancias de 
agravación, la incorporación de figuras delictivas, etc., comporta una 
proyección de política criminal, en cuanto al trazado concreto de una 
postura del Estado, en su rol preventivo frente a las conductas delictivas”. 
(Peña, 2015, p. 52) 
Según lo manifestado por Mir (2011), respecto de la Política Criminal: 
 
“Consiste en aquel sector de la política que guarda relación con la forma 
de tratar la delincuencia: se refiere al conjunto de criterios empleados o a 
emplear en el tratamiento de la criminalidad. Cada ordenamiento jurídico- 
penal responde a una determinada orientación político- criminal y expresa 
una concreta política criminal”. (p. 50) 
Por otro lado, Bramont (2008), afirma que: “La política criminal es el conjunto de 
criterios, empleados o a emplear por el Derecho Penal en el tratamiento de la 
criminalidad. Es el fundamento de por qué se castiga determinada conducta y 
por qué no otras. Es decir, se ocupa de cómo configurar el derecho penal de la 
forma más eficaz posible para pueda cumplir con su tarea de protección de la 
sociedad. Por ejemplo: Las excusas absolutorias (art. 208° del Código Penal)”. 
(p. 52 a 53) 
“En todas las manifestaciones de Política Criminal interviene también el 
Derecho penal como instrumento creador de decisiones. Como interviene 
también cuando un juez opta motivadamente por imponer una pena en 
lugar de otra; o se decide sobre la concesión a un recluso de un régimen 
penitenciario u otro. Como se dijo, se trata de manifestaciones de política 
criminal, porque en tales casos de decide legítimamente sobre la 
prevención de conductas delictivas en la sociedad. El derecho penal es 
uno de los instrumentos de política criminal, un medio para la prevención 
de conductas criminales en la sociedad”. (Sánchez, 2012, p. 34). 
1.3.2.1. EL CONCEPTO DE POLÍTICA Y EL MODELO DE ESTADO 
 
Para Reátegui (2016): 
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“La política entendida en un sentido más amplio como el arte de gobernar 
a los pueblos, se trata de una herramienta que necesitan los hombres para 
llevar las riendas de una ciudad, o Nación. La actividad política se 
diferencia de las demás funciones sociales en el hecho de que sobre ella 
recae la responsabilidad de dirigir lo social. El poder político es el único 
que puede ejercer sobre la comunidad entera, a diferencia del poder 
económico, del poder religioso o del poder sindical. La política es la 
relación entre gobernantes y gobernados y una búsqueda de lo que es 
bueno para los gobernados”. (p. 90) 
“Asimismo, debemos se señalar que la política normalmente lo realizan 
los políticos, y los políticos normalmente pertenecen funcionalmente al 
aparato estatal. Por ello, el concepto de política en sentido público está 
íntimamente ligado al concepto de política social, que es la promoción del 
Estado que está obligado en virtud de lo dispuesto por las normas 
constitucionales, que es promover la prosperidad general, asegurar la 
convivencia y vigencia de un orden justo, asegurar el cumplimiento de los 
deberes sociales del Estado, y la protección y garantía del Derecho a la 
igualdad de las personas en derechos, libertades y oportunidades”. 
(Reátegui, 2016, p. 90) 
“Así como la política influye en la toma de decisiones de algunos 
elementos que componen la estructura y funcionamiento de un Estado, 
como puede ser en el ámbito de la planificación familiar, en la economía, 
en la política exterior, en el medio ambiente y su aprovechamiento 
sostenible, en el sistema de recaudación tributaria y fiscal, obviamente la 
política influye también en el campo del Derecho en toda sus 
manifestaciones posibles: en su forma normativa legal y en su forma 
estructural institucional. En ese sentido, para nadie es novedad que todo 
el derecho debe estar ordenado y condicionado en función a lo que se ha 
decidido por los órganos estatales- en el entendido que solo hacen política 
los funcionarios o servidores públicos- que deciden sobre su existencia y 
aplicación; los políticos deciden, en términos generales, como es que 
debe existir el derecho y como es que debe aplicarse el derecho en 
realidad; en otras palabras, los políticos, o mejor dicho la política es el 
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camino o derrotero por donde va transitar el Derecho”. (Reátegui, 2016, 
p. 91) 
“Por otro lado, básicamente los políticos o quienes hacen política definen 
el modelo de Estado de un país. En efecto, el modelo de Estado que debe 
regir a toda normatividad penal es el Estado Social y Democrático de 
Derecho, y que esta función está fundamentada por la Constitución 
Política, y en ella se encuentra su justificación política. La tendencia 
intervencionista del Estado Social condujo en algunos países a sistemas 
políticos totalitarios, lo que culmino en el periodo que medió entre las dos 
guerras mundiales. La experiencia de los horrores que ellos trajo consigo, 
primero en la paz y luego con la guerra, hizo evidente la necesidad de un 
Estado que, sin abandonar sus deberes para con la sociedad, es decir, 
sin dejar de ser social, reforzarse sus límites jurídicos en un sentido 
democrático. Surgió así, la formula sintética de Estado Social y 
Democrático de Derecho”. (Reátegui, 2016, p. 91 a 92) 
“La política, el Estado y el Derecho es una trilogía concurrente que no 
debe separarse en ningún momento, y como no podría ser de otra 
manera, la política debe influir en el sector político criminal, quizá el sector 
estatal más sensible y complicado ya que es torno a la seguridad de la 
sociedad ante determinada y organizada delincuencia convencional (por 
ejemplo, la criminalidad violenta) o no convencional (por ejemplo, la 
criminalidad de destreza)”. (Reátegui, 2016, p. 92) 
“La insuficiencia de la práctica política actual para solucionar problemas 
sociales es uno de los mayores obstáculos que encuentra el proyecto 
liberal inconcluso propio del iluminismo. El Estado es actualmente incapaz 
de dar respuesta a los muchos problemas que la postmodernidad 
globalizada ha traído en este siglo. El proyecto liberal ha entrado en crisis. 
La política, por otra parte, también se encuentra dentro de una crisis 
estructural como actividad destinada al bien público, pues su asiento 
continúa siendo esencialmente local para la solución de conflicto y, como 
su lenguaje es el único que podemos utilizar para buscar soluciones a las 
desdichas y preocupaciones compartidas, existe en la clase política una 
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tendencia natural a encontrar explicaciones y remedios convencionales 
de corto alcance, puramente efectistas”. (Reátegui, 2016, p. 92) 
1.3.2.2. CONSEJO NACIONAL DE POLÍTICA CRIMINAL (CONAPOC) 
 
El CONAPOC fue creado por la Ley N° 29807 el 30 de noviembre del 2011, cuya 
finalidad es la siguiente: 
“Artículo 1: creación y finalidad 
 
Constituyese el Consejo Nacional de Política Criminal encargado de Planificar, 
articular, supervisar y dar seguimiento a la política criminal del Estado. Dicho 
Consejo Nacional estará adscrito al Ministerio de Justicia”. (Ley N° 29807) 
Según el Boletín informativo N° 001 diciembre 2013 del Consejo Nacional de 
Política Criminal señala que: 
“Para tal efecto, estudia el fenómeno criminal del Perú y, sobre la base de 
diagnósticos que expliquen las causas del delito y los factores que inciden 
en su expansión, formula políticas y directrices criminológicas que 
deberán ser propuestas a los diversos sectores y entidades involucradas 
en el sistema de control social, y, en particular, por aquellas que de 
manera directa se vinculan a la prevención, investigación y represión del 
delito, a la justicia penal y a la ejecución de penas y medidas de seguridad, 
con la finalidad de establecer líneas de trabajo orientadas hacia un mismo 
objetivo”. (p. 2) 
 
“El Consejo Nacional de Política Criminal es un órgano multisectorial que 
depende del Despacho Ministerial. Está encargado de planificar, articular, 
supervisar y dar seguimiento a la política criminal del Estado. 
 
Se encuentra presidido por el Ministro de Justicia y Derechos Humanos y 
conformado por las más altas autoridades del sector público, tales como 
el Fiscal de la Nación, el Presidente del Poder Judicial y el Defensor del 
Pueblo. 
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Cuenta con un Secretario Técnico que le brinda apoyo técnico y 
administrativo. La Secretaría Técnica está a cargo de la Dirección General 
de Política Criminal y Penitenciaria. 
 
El Consejo Nacional de Política Criminal esta encargada de analizar el 
fenómeno social del delito y de aprobar las medidas para combatirlo, 
contribuyendo a reducir los índices de la delincuencia. También centra su 
labor en el sistema penitenciario, realizando acciones destinadas a 
mejorar la situación carcelaria de las personas privadas de libertad con el 
objeto de lograr su reinserción social. 
Es el conjunto de medidas que adopta el Estado para hacer frente a la 
criminalidad en una sociedad. Por lo tanto, constituye la estrategia del 
Estado para combatir, prevenir y sancionar la delincuencia, respetando 
siempre los derechos fundamentales”. (Ministerio de Justicia y Derechos 
Humanos) 
1.3.2.3. LA POLÍTICA Y LAS CONSECUENCIAS POLÍTICO CRIMINALES 
 
“Cuando se estudia el Derecho Penal y cuando se le quiere involucrar con 
determinados conceptos como la política, lo primero que nos viene a la 
mente es el tema de la política criminal. Pero antes debemos hacer 
algunas precisiones. El ius puniendi del Estado es entendido como la 
potestad que se manifiesta en el aspecto coercitivo de las normas y, por 
otro, que es también objeto de la regulación de las mismas, el ejercicio de 
su poder punitivo está determinado por las opciones sociales y políticas 
que haya adoptado en relación con la organización de la comunidad en 
general. Por lo tanto, la política criminal del Estado se halla encuadrada y 
condicionada por su política social general. En otras palabras, tenemos 
que precisar que política criminal, como se sabe, se encuentra inserto 
dentro de política general del Estado”. (Reátegui, 2016, p. 93) 
“La política criminal es el conjunto de decisiones y estrategias que el 
Estado proyecta para reaccionar frente al fenómeno criminal y así 
preservar los bienes jurídicos, agotando las vías de control, social informal 
y formal jurídicos extrapenales, de ahí que se diga con suma insistencia 
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que la mejor política criminal es una buena política social (educación, 
sanidad, empleo, etc.)”. (Reátegui, 2016, p. 95) 
Por otro lado, es necesario, como anota Silva (citado por el jurista Reátegui, 
2016); diferenciar entre praxis de la política criminal y una política criminal 
teórica. 
“La primera se integra del conjunto de actividades empíricas, organizadas 
y ordenadas a la protección de individuos y sociedad en la evitación del 
delito. La segunda aparece constituida por un conjunto de principios 
teóricos que habrían de dotar de una base racional a la referida praxis de 
lucha contra el delito; en donde la clave radica precisamente en 
determinar que significa racional y cuáles pueden ser los criterios de 
racionalidad”. (p. 95) 
“La política criminal en los últimos años, ha seguido la suerte de una 
redefinición, en cuanto a los objetivos del Derecho Penal; esto es, se ha 
producido un desplazamiento de los bienes jurídicos personalísimos (la 
vida, el cuerpo, la salud, la libertad, etc.), a intereses jurídicos, que dan la 
idea de estructuras difusas, pues recogen una protección colectiva, 
llamado comúnmente seguridad ciudadana como bien jurídico tutelado. 
Por cierto que, siguiendo las tendencias de adelantamiento y expiación 
de la protección penal, podría uno contentarse con utilizar un concepto 
funcional de bien jurídico (mejor dicho: un concepto elástico y adaptable) 
y, junto con una creación incontrolada de bienes jurídicos, justificar la 
intervención penal que se pretenda o reclame un interés público, por 
ejemplo en el medio ambiente, en la economía (control de exportaciones), 
en la educación (control de las drogas) o en la investigación (control de la 
tecnología genética), etc. Esta tendencia de la política criminal afecta, sin 
embargo, no solamente a la calidad del contenido (mediante calificaciones 
amplias) del bien jurídico correspondiente, sino también a la relación de 
inmediatez entre la conducta incriminada y a la lesión o puesta en peligro 
de un bien jurídico clásico”. (Reátegui, 2016, p. 95 a 97) 
“La política criminal era la idea fundamental de los principios sobre la lucha 
contra el delito en la persona de la delincuente llevada a cabo mediante 
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la pena y medidas análogas. De esta manera, surgió la problemática de 
las relaciones de la aplicación del Derecho penal vigente con los 
postulados político criminales (dirigidos a su reforma), lo que dio lugar a 
una cuestión que se intentó resolver dentro del marco de la de la estricta 
separación de política y Derecho, que en su tiempo ya proclamaba la 
teoría jurídica la política criminal se debía apoyar necesariamente, tal 
como lo concebía Von Liszt, en las ciencias del ser, es decir, de la 
realidad, por el contrario, la ciencia del Derecho Penal se debía ocupar de 
cuestiones del deber ser, si la diferencia básica de ambas formas de 
pensamientos hacer aparecer al ser y al deber ser, como dos mandos 
separados, una introducción de la política criminal en la ciencia del 
Derecho penal era totalmente impropia”. (Reátegui, 2016, p. 98) 
“La política criminal es ciencia aplicada con la finalidad de controlar el 
delito, esto es, busca definir las acciones específicas que los distintos, 
órganos del Estado deben emprender o abstenerse de hacerlo, para 
lograr una reducción apreciable en el número de conductas criminales que 
se producen en la sociedad, pero también, de acuerdo con el pensamiento 
moderno, para prevenir la comisión de comportamientos delictivos y evitar 
la victimización, al menos, minimizar los daños que las victimas puedan 
sufrir a consecuencia del crimen”. Gonzales (citado por el maestro 
Reátegui, 2016) 
“En otras palabras, la política criminal entiéndase como aquel conjunto de 
decisiones y estrategias que realiza un Estado para combatir la 
delincuencia convencional o no convencional de un país; sin embargo, 
aquel concepto de política más bien lo podemos relacionar con el Poder 
ejecutivo, es decir, quien gesta y aplica a la sociedad una política criminal 
es el presidente de la Republica de un país”. (Reátegui, 2016, p. 99) 
“La tendencia de la política criminal actualmente se encuentra en el 
sentido de superar el modelo de garantías penales y procesales penales, 
adquiridas después de muchos años de debate y esfuerzo, y sustituirlo 
por otro de seguridad del ciudadano o, al menos, que demuestren esta 
supuesta seguridad. Eso puede ser visto claramente en los discursos de 
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los políticos y en los debates sobre seguridad pública. También se revela 
a la hora de la aprobación de nuevas leyes penales imbuidas de carácter 
represivo con supresión de garantías o ampliación de las conductas 
típicas” (Reátegui, 2016, p. 100) 
“Por otro lado, en el concepto de política criminal deben analizarse 
complementariamente dos cuestiones puntuales: uno de carácter jurídico 
normativo y el otro de carácter socio empírico; el primero está íntimamente 
vinculado al concepto del delito o hecho punible, y el segundo que está 
referido a la criminalidad en una sociedad. El primero el delito, que 
normalmente es concebido como conducta humana típicamente 
antijurídica y culpable, por lo tanto ya valorada en el grado negativo; y el 
segundo, el de criminalidad que es entendido como expresión 
cuantificable del delito y otras infracciones menores y que ponen en grave 
riesgo la existencia de la sociedad en su conjunto por contribuir al 
incremento también cuantificable de dos efectos que inciden en la 
conducta social que son el miedo al delito y la inseguridad ciudadana, 
deben ser combatidas a partir de estrategias de control, prevención y 
eliminación de ser posible”. Pérez (citado por el jurista Reátegui, 2016) 
“La formulación de la política criminal nacional ha olvidado plenamente 
sus bases de orientación y legitimación. Se ha hecho común que el Estado 
y sus órganos competentes en este dominio ejerzan sus funciones y 
atribuciones sin reparar muchas veces en la consistencia constitucional y 
legal de sus decisiones y acciones. Resulta, por tanto, pertinente e 
indispensable reiterar la plena vigencia de los principios reguladores del 
control penal y del contenido esencial de sus enunciados programáticos”. 
Prado (citado por el maestro Reátegui, 2016) 
“El problema de criminalidad y del control social vuelven a ser 
reinterpretados como como un conflicto de seguridad en el cual se 
enfrentan violencia contra violencia y donde los medios de neutralizar al 
enemigo parecen no estar sujetos a ningún estándar mínimo de 
racionalidad sino exclusivamente de eficiencia cuando menos aparente”. 
(Gaspar y Martínez, 2015, p. 19) 
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El maestro Alcocer (citado por Reátegui, 2016) señala lo siguiente. 
 
“La irrupción de esa necesidad por la seguridad, que produjo desde hace 
algún tiempo un cambio de paradigma en el discurso político criminal y ha 
tenido su manifestación inmediata en la legislación penal, significa en 
otros términos que ha ocurrido un cambio de Estado, es decir del Estado 
de Derecho basado en libertades y del correspondiente Derecho Penal de 
la culpabilidad se pasó al Estado de seguridad y al correlativo derecho 
penal de orientación preventiva y policial. Por tanto, de lo que ahora se 
trata es exclusivamente de la efectiva y eficaz protección a la víctima. La 
sanción penal dejo de dirigir su atención al delincuente en tanto persona 
resocializable, para pasar a satisfacer la exigencia limitada de seguridad 
en las víctimas potenciales. Ante la ya aludida sociedad moderna de be 
optar por flexibilizar aquellos principios tradicionales del Derecho Penal 
propio de una política criminal de corte liberal, solo así podrán ser 
satisfechos los fines del Derecho Punitivo. Lo que quiero decir es que el 
Derecho Penal debe superar su natural tendencia a la hipertrofia 
(alimentada- aún más- por quienes postulan una vuelta al pasado clásico) 
con su adecuación a los cambios sociales; tarea que debe de realizarse 
de manera controlada y acorde con los modelos del Estado de los países 
que la práctica”. (p. 102) 
1.3.2.4. LA POLÍTICA Y LAS CONSIDERACIONES POLÍTICO CRIMINALES 
EN EL PERÚ 
“En las dos últimas décadas en nuestro país se han producido y 
procesado fenómenos delictivos muy graves, como es el caso del 
terrorismo, la criminalidad patrimonial violenta (asaltos, secuestros) y la 
criminalidad de la corrupción funcional. Efectivamente, en el curso de los 
acontecimientos políticos ocurridos en nuestro país en los últimos años, 
fundamentalmente en el ámbito de la corrupción gubernamental, existen 
hechos que el sistema penal en su conjunto ha redefinido una vez más la 
intervención por ejemplo de la víctima en el proceso penal, pero esta vez 
circunscripta al ámbito de la criminalidad organizada no convencional, 
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vinculada básicamente con delitos contra la Administración Pública”. 
(Reátegui, 2016, p. 104) 
Por otro lado Oré (citado por Reátegui, 2016) indica: 
 
“Por ejemplo, la persecución de estos delitos ha tenido influencia decisiva 
en la actividad legislativa y en la forma en que los jueces expiden sus 
resoluciones. Justamente, cuando la potestad punitiva del Estado se 
desborda es que los jueces deben delimitar términos razonables y 
constitucionales el ejercicio del poder penal. La persecución de los delitos 
mencionados, de clara connotación publica y sobre todo mediática, 
desnaturalizo a menudo los principios de la coerción, tanto en el plano 
normativo como aplicativo. Se produjo un desborde de la política criminal 
del Estado en la represión de estos delitos”. (p. 104) 
“Ahondando más en este tema, la política criminal en el Perú, en los 
últimos años ha demostrado una práctica que podemos tildar de agresiva 
en torno a la preservación de bienes jurídicos colectivos, ya que tanto el 
Poder Legislativo y el Poder Ejecutivo han venido utilizando un concepto 
omnicomprensivo denominado Seguridad Ciudadana; y en dicho 
concepto ingresa todo bien jurídico que a un político se le puede ocurrir, 
por ejemplo vida humana, integridad física, patrimonio, libertad personal, 
tranquilidad pública, etc.”. (Reátegui, 2016, p. 104 a 105) 
“Sin embargo, tampoco debemos desconocer que el artículo 44 de 
nuestra Constitución Política, precisa que son deberes primordiales del 
Estado: defender la soberanía Nacional; garantizar la plena vigencia de 
los Derechos Humanos; proteger a la población de las amenazas contra 
su seguridad; y promover el bienestar general que se fundamenta en la 
justicia y en el desarrollo integral y equilibrado de la Nación”. (Reátegui, 
2016, p. 104 a 105) 
“La situación política de la violencia en el Perú es bastante compleja, ya 
que la violencia es estructural, ayudado por la falta de tradición 
democrática en el Perú. La función principal de la política penal de 
emergencia es potenciar la operatividad y eficacia de los órganos de 
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control, fundamentalmente policiales, en la intervención por ejemplo 
contra el terrorismo. El tratamiento del delito de terrorismo ha incidido 
fundamentalmente en la sobrecriminalización de las conductas y las 
penas castigándose con severidad, alejándose de los criterios que 
inspiraron la Constitución Política del Perú, artículo 139, incisos 21 y 22, 
y por supuesto la que inspiraron en su momento el Código Penal de 1991, 
y parcialmente al Código de Ejecución Penal”. (Reátegui, 2016, p. 105) 
“El Estado peruano, como sabemos, encaró el fenómeno terrorista 
tomado como objetivo un conjunto de medidas que incardinan en lo que 
denomina un Derecho Penal maximalista, donde los intereses del Estado 
Prevalecen y se sitúan por encima de los derechos y libertades de los 
ciudadanos; dentro del marco de los fines del Estado, a los cuales 
persigue llegar, a costa de cualquier precio. La adopción de una 
legislación de costa de emergencia puede provocar la implementación de 
mecanismos extra legales, aún más sórdidos e implacables, que los 
utilizados por los grupos terroristas; nos referimos a un terrorismo desde 
el Estado, creándose en la lucha antisubversiva grupos paramilitares 
(como el grupo “Colina” en el Perú), que se utilizan para la guerra sucia 
contra el terrorismo, grupos que en su contenido no les importa violentar 
vidas así como transgredir los derechos fundamentales de los 
ciudadanos”. (Reátegui, 2016, p. 105 a 107) 
“Como es sabido, la influencia de la política es en casi todos los sectores 
del Derecho y del Derecho Penal en particular, sobre todo la parte especial 
de los delitos, que en algunos casos han sido buenas las decisiones 
políticas que se han tomado a nivel legislativo para la reforma legal de 
nuestro país; en efecto, después de la dación del Código Penal de Abril 
de 1991, que era necesario ante la aparición de nuevos fenómenos 
delictivos, una respuesta de corte punitivo ante el fracaso de los 
mecanismos de control social formal de corte extra penal…”. (Reátegui, 
2016, p. 107) 
“…Así en el campo del Derecho Penal patrimonial, por ejemplo la 
incorporación del delito de abigeato y sus diversas modalidades típicas 
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(Capítulo II A, artículos 189- A), y en este mismo rubro se ubica los 
llamados delitos informáticos (Capítulo X), que abarca los artículos 207- 
A hasta el 207-C del Código Penal; por otro lado, en el campo del Derecho 
Penal de Libertad Sexual la incorporación del delito de publicación en los 
medios de comunicación sobe delitos de libertad sexual a menores 
(artículo 182-A) o el delito de pornografía infantil (artículo 183-C), entre 
otros; así también en el Derecho Penal de la libertad personal, la 
incorporación del delito de intervención telefónica (artículo 161 del Código 
Penal)”. (Reátegui, 2016, p. 107) 
“La opinión pública quiere ver resultados rápidos y a ello los políticos 
reaccionan debilitando las garantías relativas a la seguridad jurídica 
introduciendo medidas legislativas simbólicas, la inflación penal a partir de 
las ideologías del punitivismo y de las neo-criminación, la primera de ellas 
conduce a la incorporación de nuevas figuras delictivas y a la inclusión de 
nuevas circunstancias agravantes, adelantando cada vez más la barrera 
de intervención del Derecho Penal, previos a un estado real de lesión; 
mientras que la segunda, mediante el ajuste severo de la dosimetría 
penal, plantea penas significativamente altas, como la pena de cadena 
perpetua, e incluso en el foro político apareció la escabrosa idea de 
retonar el debate sobre la pena de muerte en caso de los delitos 
sexuales”. (Reátegui, 2016, p. 108 a 109) 
Reátegui (2016), respecto a este punto señala que: 
 
“En definitiva, la elaboración y ejecución de una política racional y de 
influencia democrática por parte de un Estado, hace reflejar en el sistema 
sancionatorio punitivo una respuesta adecuada a los estándares de 
garantía individual para los imputados y eventualmente a los condenados; 
sin embargo, y con justa razón, la ciudadanía analiza la siguiente reflexión: 
de qué sirve crear nuevos delitos en el Código Penal sino lo único que va 
a provocar es más carga procesal en las Fiscalías y Juzgados Penales, si 
con eso no vamos a generar que los delincuentes vayan a las cárceles de 
manera inmediata. Con la creación de nuevos tipos penales y 
reactualización de algunos lo único que incentivamos es la creación de 
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más procesamientos penales de personas, pero no creamos efectividad 
hay que medirla cuando el Juez Penal emite sentencia condenatoria con 
pena efectiva, y luego lo interna a un centro penitenciario. ¿Será correcta 
dicha apreciación? A mi juicio, esta situación debe cambiar en aras de 
mantener una línea racional del sistema penal en nuestro país, ya que la 
efectividad del sistema penal debe estar en perspectiva ex ante y no es 
post”. (p. 109) 
“Es decir, la efectividad debe estar en los medios de control y prevención 
del sistema social informal, incentivar a las fuerzas del orden a que hagan 
mejor trabajo en prevención, mejorar la infraestructura y logística del 
Poder Judicial, Ministerio Público y Ministerio de Justicia, etc.; la 
efectividad del sistema penal debe medirse, en otras palabras, en un 
estado anterior a la simple represión penal, y no en forma posterior, 
porque si fuera así el sistema penal será visto lamentablemente como un 
instrumento resultadista en función a los objetivos que debe alcanzar un 
Estado Democrático o no, y no a su función promocional de cara al bien 
común que debe pregonar”. (Reátegui, 2016, p. 109) 
“En efecto un político no formado en cuestiones de Derecho penal y 
procesal penal o simplemente en dogmática jurídico penal, solo le 
interesara quedar ante la sociedad que lo eligió y dentro de la dinámica 
del Derecho Penal, solo la pena estará en preocupación, soslayando 
aspectos como la teoría de la ley penal o como la teoría general del delito. 
Y si les interesa solo la pena a un político debería al menos adherirse a 
teorías que estén acordes con nuestro sistema Jurídico Penal (así nuestra 
constitución Política, en su artículo 139, inc. 22, señala expresamente que 
la pena cumplirá funciones de prevención especial de rehabilitación y 
reincorporación del penado a la sociedad), concordado con el artículo IX 
del Título Preliminar del Código Penal que estatuye prácticamente lo 
mismo. Sin embargo, el político se adhiere a teorías antidemocráticas que 
lindan generalmente con las teorías de prevención general negativa, 
buscando el amedrentamiento de los potenciales delincuentes”. 




EL DELITO DE ROBO 
 
1.3.3. DELITO DE ROBO 
1.3.3.1. ANTECEDENTES HISTORICOS 
 
En el derecho romano no solo se llegó a diferenciar el delito de hurto y robo; 
asimismo, en las postrimerías de la república se esbozaron matices 
diferenciando. La lex Cornelia de sicariis, consideraba “crimen público” a la 
violencia y amedrentar a las personas por el hecho del robo, solo cuando el autor 
portara un arma fuera de casa con intención de apropiarse de la res atieni y 
atacando a una persona: el delincuente conocido como ladrón de camino. Los 
delitos contra el patrimonio y a mano armada vienen a ser estimados delitos 
contra las personas. (Reátegui, 2016) 
“El delito robo es considerado de antaño como uno de los delitos que 
forman parte del eje central de los delitos de la parte especial de los 
códigos penales del mundo, el no tener regulado el delito de robo sería un 
enorme vacío legislativo, tan igual a como no tener sancionado el delito 
de homicidio o el delito violación sexual en el código penal. La antigua 
regulación y sanción de este delito se debe quizá a que la sustracción, 
mediante fuerza física o violencia para sustraer el bien mueble, la cosa 
ajena ha sido la forma más usual y cotidiana que han realizado las 
personas para satisfacer sus intereses de enriquecimiento económico”. 
(Reátegui, 2016, p.488) 
Dicho con palabras de Prado (2017): El código penal de 1863 se refiere a estas 
conductas ilícitas como delitos contra el patrimonio en la sección duodécima de 
la parte especial con la cual las demás se cerraban el libro segundo. Establecido 
en su artículo 364 y 368 los que sin licencia de la autoridad competente 
expendan billetes de rifas, como también este precedente legal incluía entre los 
delitos patrimoniales a “a los incendios y otros estragos”. 
Y en la actualidad en el código penal 1991 hace referencia los delitos contra el 
patrimonio en el título V del libro segundo, establecido en su artículo 188 y con 
sus agravantes en artículo 189. (Prado, 2017) 
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En ese sentido tal como lo menciona autores dogmáticos del código penal parte 
especial que sujetos hacen uso de la violencia y amanezca para sustraer los 
bienes del sujeto pasivo. Ya sea con arma de fuego o cuillo puso contarte con el 
único fin de amedrantar a sus víctimas con el objetivo principal el “asegurar” el 
resultado típico del robo. (Prado, 2017) 
Sin embargo, Reátegui (2016) señala lo siguiente: 
 
“El delito de robo es conocido, tanto en la doctrina como en la 
jurisprudencia, por ser una infracción penal donde su afectación involucra 
a dos bienes jurídicos. Por un lado, se afecta los intereses patrimoniales, 
y por otro lado, afecta intereses de integridad física y hasta la vida misma 
de la víctima. En otra palabra, se dice que el delito de robo es considerado 
un delito pluriofensivo”. (p.492) 
“En efecto, en el caso de robo es la violencia física o las amenazas los 
medios que aplica el agente para cometer este delito. Cabe precisar que 
el valor económico, sea mayor o menor a una remuneración mínima vital, 
no afecta la calificación como delito de robo del apoderamiento violento 
de bienes muebles. Sin embargo, si los bienes objeto de esa clase de 
apoderamiento lo constituyen semovientes o ganado de cualquier especie 
considera en el artículo 189-c, se materializa una modalidad de abigeato”. 
(Prado, 2017, p.115) 
1.3.3.2. ASPECTOS GENERALES 
 
“El delito de robo debe visualizarse como un bien jurídico flexible medible, 
mutable y trasferible. En este contexto, los actos que reducen dañan o 
trasfieren ilícitamente el patrimonio de una persona dan lugar a hechos 
punibles y a la criminalización de delitos patrimoniales; sin embargo, la 
principal característica de los delitos contra el patrimonio es su expresión 
económica, es allí, que ellos sean representados siempre como acto que 
disminuyen o deterioran el valor y la expresión económica del propietario 
ajeno”. (Prado, 2017, p.108) 
Cabe mencionar que, los delitos contra el patrimonio en específico, el delito robo 
a lo largo de la historia han ocupado uno de los primeros lugares en la estadística 
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nacional de criminalidad; asimismo, en los últimos años se puede divisar, una 
imagen en lo social más difundida de la inseguridad ciudadana y del fracaso de 
las estrategias del país para el control de la criminalidad. (Prado, 2017) 
1.3.3.3. DEFINICIÓN DEL DELITO DE ROBO 
 
“La representación del delito de robo es en gran medida similar a la 
utilizada en la tipificación del delito de hurto. Es allí que las notas 
distintivas del robo solo se refieren al medio empleado para alcanzar la 
sustracción y el apoderamiento del bien mueble total o parcialmente 
ajeno. En tal sentido, el caso de del robo es la violencia física o las 
amenazas los medios que aplica el agente para cometer este delito”. 
(Prado, 2017, p.115) 
En tal sentido podemos expresar el valor económico para que este sea mayor a 
una remuneración mínima vital, no afecta la calificación como delito de robo de 
la sustracción violenta de los bienes muebles. (Prado, 2017). 
“El robo es un delito de apoderamiento que presenta elementos típicos 
idénticos al delito de hurto, así: el bien jurídico protegido, el apoderamiento 
mediante sustracción, la ilegitimidad de la acción, del bien mueble, total o 
parcialmente ajeno, como objeto material del delito, y que el sujeto actúe 
con la finalidad de obtener provecho; asimismo, presenta elementos 
distintos referidos a los medios comisivos empleados por el agente de la 
comisión del delito, por lo que se trata de un delito autónomo”. (Gálvez, 
2017, p.115) 
“En ese sentido debe tenerse en cuenta, que el móvil que persigue el 
agente, es en puridad lucrativo de tomar como suyo viene muebles ajenos 
de sujetos pasivo; el hecho de que medie una violencia de por medio, para 
poder vencer la resistencia de la víctima, es un dato a saber que afecta 
de un contenido frotado con la objetiva de los hechos, deslindará la 
tipificación de este delito en relación con el asesinato por simple lucro, en 
cuanto a la concatenación de los actos que suceden unos de otros, que 
permiten su correcta adecuación típica”. (Peña, 205 a 233) 
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1.3.3.4. MODIFICATORIAS DEL DELITO DE ROBO 
 
El tipo penal de Robo, ha sufrido a lo largo de la historia tres modificatorias, 
siendo estas las siguientes: 
Con el Código Penal de 1991, dicho cuerpo normativo era el siguiente: 
 
“Artículo 188.- El que se apodera ilegítimamente de un bien mueble, total o 
parcialmente ajeno, para aprovecharse de él, sustrayéndolo del lugar en que se 
encuentra, empleando violencia contra la persona o amenazándola con un 
peligro inminente para su vida o integridad física será reprimido con pena 
privativa de libertad no menor dos ni mayor de seis años”. 
DICHO ARTÍCULO FUE MODIFICADO POR EL ARTÍCULO 1 DE LA LEY 
N°26319, publicado el 01 de junio 1994, cuyo texto es el siguiente: 
 
“Artículo 188.- El que se apodera ilegítimamente de un bien mueble, total o 
parcialmente ajeno, para aprovecharse de él, sustrayéndolo del lugar en que se 
encuentra, empleando violencia contra la persona o amenazándola con un 
peligro inminente para su vida o integridad física será reprimido con pena 
privativa de libertad no menor tres ni mayor de seis años”. 
Artículo modificado por el ARTÍCULO 1 DEL DECRETO LEGISLATIVO 
N°896, publicado el 24 mayo 1988, expedido con arreglo a la ley N°26950, 
que otorga al poder ejecutivo facultades para legislar en materia de 
seguridad ciudadana, cuyo texto es el siguiente: 
“Artículo N° 188.- El que se apodera ilegítimamente de un bien mueble total o 
parcialmente ajeno, para aprovecharse de él, sustrayéndolo del lugar en que se 
encuentra, empleando violencia contra la persona o amenazándola con un 
peligro inminente para su vida o integridad física será reprimido con pena 
privativa de libertad no menor seis ni mayor de quince años”. 
Artículo modificado por el ARTÍCULO 1 DE LA LEY N° 27472, Publicada el 
05 de junio del 2001, cuyo texto es el siguiente: 
“Artículo 188.- El que se apodera ilegítimamente de un bien mueble total o 
parcialmente ajeno, para aprovecharse de él, sustrayéndolo del lugar en que se 
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encuentra, empleando violencia contra la persona o amenazándola con un 
peligro inminente para su vida o integridad física será reprimido con pena 
privativa de libertad no menor tres ni mayor de ocho años”. 
1.3.3.5. BIEN JURÍDICO PROTEGIDO 
 
“El delito de robo al igual que le hurto constituye un atentado contra el 
patrimonio, contra los derechos reales inherentes a la propiedad, cuando 
se produce el desapoderamiento del bien mueble; debemos agregar algo 
más en el caso del robo, pues es de verse que el plus de disvalor radica, 
en que la sustracción del bien se realiza mediando violencia y/o amenaza 
grave sobre las personas, por lo que la libertad, la vida, el cuerpo y la 
salud también son objeto de tutela en este tipo penal”. (Peña, 2015, p. 
234). 
En palabras de Gálvez (2017): 
 
“En el delito de robo, al igual que el delito de hurto, el objeto de protección 
es el derecho propiedad de la víctima, así como también puede serlo el 
derecho de posesión el cual es despojado el agraviado, cuando este 
derecho viene ejerciéndose independientemente del derecho propiedad, 
aun cuando lo común será que se afecte directamente el derecho de 
propiedad, es el propietario que pierde las facultades de ejercicio del 
derecho de propiedad sobre el bien robado”. (p. 753) 
1.3.3.6. TIPICIDAD OBJETIVA 
SUJETO ACTIVO Y SUJETO PASIVO 
En tal sentido, Reátegui (2016) señala lo siguiente: 
 
“En cuanto al sujeto activo puede ser cualquier persona, por lo tanto, se 
trata de un delito de naturaleza común, con las particulares que hemos 
mencionado en el delito de robo anteriormente mencionado y mientras el 
sujeto pasivo puede ser una persona natural física no importando la edad 
o status social, como una persona jurídica de derecho público o privado, 
o mixta, basta que tenga derecho de titularidad con respecto a la cosa 
mueble, objeto del delito de robo”. (p. 496) 
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De igual forma, Peña (2015) señala lo siguiente: 
 
“Puede serlo cualquier persona, el tipo penal no exige una cualidad 
especial para ser considerado autor, basta con que cuente con capacidad 
psicofísica suficiente; en el caso de ser un menor de edad, será calificado 
como un infractor de la ley penal, siendo competente la justicia 
especializado de familia.” (p. 235) 
“La acción típica que toma lugar en la construcción típica, importa el 
despliegue de violencia física o de una amenaza inminente para la vida o 
integridad física, por lo que algunas oportunidades dicha coacción puede 
recalar en una persona ajena al dueño del patrimonio, que es apoderada 
por obra del autor”. (Peña, 2015, p. 239) 
1.3.3.7. CONDUCTA TÍPICA 
 
“Se desprende, como uno de los elementos esenciales del tipo penal 
objetivo, el hecho de que el sujeto activo haya sustraído un bien mueble 
ajeno, mediante violencia o amenaza. En principio, la acción típica 
consiste en “apoderarse ilegítimamente de un bien mueble”. (Reátegui, 
2016, p. 497) 
“En todo lo que se refiere al apoderamiento y/o sustracción, así como el 
carácter ajeno (total o parcial del bien mueble), el intérprete debe remitirse 
a todo lo dicho en estos aspectos en el marco del delito hurto simple. Eso 
sí, debe destacarse que en el caso del robo no se aprecia como en el 
hurto, un acto propio de destreza del agente, pues la violencia o la 
amenaza que ejerce sobre la psique del ofendido configura una 
apropiación directa-de propia mano o mediante la propia entrega del 
coaccionado”. (Reátegui, 2016, p. 497) 
1.3.3.8. TIPICIDAD SUJETIVA 
 
“El delito de robo hace referencia a especiales elementos anímicos, esto 
es, a elementos subjetivos distintos del dolo, que vienen definidos por el 
ánimo de lucro, el cual se entiende como la intención de obtener cualquier 
provecho, beneficio, ventaja, goce o utilidad o acrecentamiento 
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patrimonial; en consecuencia, no se configura el robo, por ejemplo, si el 
acusado queriendo recuperar el vehículo del que fue despojado por 
mandato judicial despojada al actual dueño, precisamente por no 
acreditarse que el agente actuó con animus de lucro”. (Reátegui, 2016, p. 
517) 
“El delito es eminentemente doloso, requiriéndose dolo directo. 
Obviamente el dolo abarca el conocimiento voluntad de estar empleado 
violencia o amenaza para doblegarla voluntad de protección de sus bienes 
de parte de la víctima, que para la configuración del delito de robo, deben 
concurrir los elementos objetivo y subjetivo del tipo penal. El primero, 
consistente en el apoderamiento de un bien mueble, total o parcialmente 
ajeno, sustrayéndolo del lugar en que se encuentra; y el segundo, en la 
intención del sujeto activo de perpetrar el dicho acto con la finalidad de 
obtener un provecho indebido”. (Reátegui, 2016, p. 517) 
“La figura delictiva del robo, sólo resulta reprimible a título de dolo 
conciencia y voluntad de realización típica; el autor dirige su conducta a 
desapoderar a la víctima de sus bienes muebles, mediando violencia 
física o amenaza de peligro inminente para su vida o integridad física”. 
(Peña, 2015, p. 246) 
1.3.3.9. CRÍTICAS A REFORMAS DEL ARTÍCULO 189 DEL CÓDIGO 
PENAL 
Salinas (2013) afirma: 
 
“En casi veinte años de vigencia de nuestro maltrecho Código Penal, el 
legislador, ha modificado en varias oportunidades el artículo 189, 
enfatizando que, el texto original fue modificado el 01 de junio de 1994, 
por Ley N° 26630. Asimismo, lo dispuesto por ésta ley, fue modificado por 
el Decreto Legislativo 896 en fecha 24 de mayo de 1998, por el cual, 
recurriendo a la drasticidad de la pena, el cuestionado gobierno de aquel 
año, pretendió frenar a la ola de robos agravados que se había 
desencadenado en las grandes ciudades de nuestra patria. Con el regreso 
de la democracia, el 05 de junio del 2001 se publicó la Ley N° 27472 que 
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modificó la precitada ley. El 03 de marzo del 2007, por la Ley N° 28982, 
se amplió el contenido del inciso cinco del citado artículo 189. Finalmente, 
con el cuento de proteger a los vehículos por Ley N° 29407 de fecha 18 
de septiembre de 2009, el legislador, ha vuelto ampliar el contenido del 
artículo 189, así como a endurecer aún más las penas previstas”. (p. 115) 
Critica la creciente incorporación de supuestos (circunstancias) tan casuísticos 
que en muchos casos propician mas de una dificultad para justificar la agravación 
respecto a otros supuestos parecidos y que merecían igual tratamiento, al 
parecer en varios de éstos supuestos, el porqué de su agravación se encontraría 
en su mayor incidencia y en el afán del Estado por recurrir al Derecho penal 
como primer y ultimo recurso para prevenir la delincuencia y enfatiza que no es 
adecuado realizar constantes agravaciones (mayores penas) por el solo hecho 
de la mayor incidencia o mayor violencia delincuencial en los atentados 
patrimoniales, pues con ello, se afecta los principios de proporcionalidad y 
humanidad de las penas, generando una total incoherencia en el marco de las 
penas conminadas para otros delitos, como aquellos que protegen la vida que 
es el bien jurídico de mayor significancia del ordenamiento jurídico. (Gálvez, 
2011) 
Las penas severas que conminan el tipo penal de Robo desbordan los principios 
legitimantes del Derecho Penal, como la proporcionalidad, culpabilidad, 
humanidad de las penas, sobre todo el fin preventivo especial (positiva de la 
pena), que ha de resguardarse siempre de común idea con lo dispuesto en el 
inciso 22 del artículo 130 de la norma fundamental. Y ahora en merito a la postura 
neo criminalizadora del legislador, los delitos de homicidio son sancionados con 
una pena atenuada con respecto a este delito, lo que parece irrazonable, desde 
los fundamentos de un Estado Social y Democrático de Derecho. (Peña, 2008) 
“Estamos ante un contexto donde la sociedad exige al Estado mayor 
seguridad y sanción, que se traduce en un mensaje de exclusión social 
del delincuente a cargo del legislador peruano, mediante la aplicación de 
un derecho penal del enemigo (o de tercera velocidad) que instiga al 
endurecimiento de la pena, la pérdida o restricción de beneficios 
penitenciarios e instituciones como la suspensión de la ejecución de la 
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pena. El Estado carece de una política criminal apropiada que propicie la 
aplicación de penas alternativas a la privación de la libertad de cara a 
cumplir fines preventivos generales que disuadan a los ciudadanos de la 
comisión de nuevos tipos penales”. (Vélez, 2015, p. 139) 
CAPÍTULO IV 
 
USO DE LA VIOLENCIA Y LA PENA 
 
1.3.4. USO DE LA VIOLENCIA 
A. EL APODERAMIENTO MEDIANTE AMENAZA O VIOLENCIA 
 
En este sentido, Reátegui (2016) señala lo siguiente: 
 
“La característica del delito de robo tanto básico agravado es forma de 
apoderamiento del patrimonio ajeno mediante “amenaza” o “violencia”. 
Tanto la violencia o la amenaza pueden compartir los mismos medios para 
conseguir el objetivo de apoderamiento; puede utilizar un cuchillo, armas 
de fuego, un palo de madera, etc.; es decir, el sujeto puede emplear, por 
ejemplo, un cuchillo para amenazar a la víctima para causar violencia con 
la víctima, y así arrebatarle su cartera y celular”. (p.498) 
“Debe tratarse, por tanto, de una violencia real, actual y susceptible de 
causar un daño en los bienes jurídicos fundamentales de la víctima; de tal 
forma que se requiere de una cierta entidad de violencia, para que el 
agente pueda reducir al sujeto pasivo y, así poder hacerse del bien 
mueble. En tal virtud, el mero arrebato de una cartera, reloj, etc, constituye 
un ejemplo típico de hurto, mas no robo como se ha considerado por la 
jurisprudencia nacional, salvo, claro está, que el agente hubiese 
propinado un puñetazo a la persona de la agraviada, situación subsumible 
en el delito robo, como se sostuvo, no es a veces fácil distinguir entre una 
conducta de pura destreza del agente para apoderarse del bien, con 
aquella que manifiesta ya un signo visible de violencia física”. (Peña, 2015, 
p. 240) 
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B. VIOLENCIA FÍSICA 
 
“Corresponde toda forma de agresión contra terceros dirigida a vencer o 
neutralizar la resistencia que puede oponerse a la acción de la sustracción 
y apoderamiento de los bienes objeto del delito. El empleo de armas no 
es indispensable, pero de ser utilizadas se configura unas circunstancias 
agravantes específicas”. (Prado, 2017, p.116) 
“la violencia implica el desarrollo de una actividad física “efectiva”, real 
sobre la víctima. No basta la presunción, por parte de esta que la violencia 
va ser empleada (por ejemplo: portar arma sin exhibirla o blandirla)”. 
(Reátegui, 2016, p.501 a 502) 
“Consecuencia, la violencia es causa determinante del desapoderamiento y está 
siempre orientada a neutralizar o impedir toda capacidad de actuación anterior o 
de reacción concomitante de la víctima que pueda obstaculizar la consumación 
del robo”. (Reátegui, 2016, p.505) 
C. SOBRE LA AMENAZA 
 
“El otro medio típico del delito de robo lo constituyen la amenaza, el mismo 
que conlleva sentimientos de angustia y miedo en la víctima, ante la 
contingencia del daño anunciado. La amenaza debe manifestarse a través 
de palabras, gestos, escritos y debe ser capaz de producir efectos 
intimidatorios en el sujeto pasivo, lo que permitirá al agente vulnerar su 
resistencia o la defensa de sus bienes, facilitándose así, la sustracción de 
los mismos”. (Reátegui, 2016, p.506) 
Dentro del análisis, Prado (2017) señala lo siguiente: 
 
“Estas deben entenderse como el anuncio de un mal futuro, inminente y 
grave, que el agente formula contra el agente un persona y que está en 
su capacidad poder materializar. Por tanto, el contenido de la amenaza 
debe ser potencialmente idóneo para impedir toda posible reacción de la 
víctima o para determinar a no oponerse a la sustracción de los bienes la 
ley enfatiza que las amenazas proferidas por el autor del delito 
comprenden riesgos de muerte o de lesiones graves”. (p. 116) 
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1.3.5. LA PENA 
 
Para Bramont (2008): “…La pena viene a ser una manifestación directa del poder 
punitivo estatal, se aplica siempre y cuando se haya afectado- lesión o puesta 
en peligro- un bien jurídico y no viene a ser otra cosa que, una formalización de 
violencia”. (p. 427) 
El maestro Mir (citado en Bramont, 2008), explica que: “La pena es un mal control 
con el que amenaza el Derecho penal para el caso de que se realice una 
conducta considerada como delito”. 
Es preciso señalar lo manifestado por Jakobs y Cancio, respecto al tema de la 
pena, pues se considera que dicho texto es importante para poder culminar de 
manera idónea el marco teórico de la presente. 
“La pena es coacción; que aquí solo será abordada de manera sectorial, 
de diversas clases, mezcladas en intima combinación. En primer lugar, 
está la coacción en cuanto portadora de un significado, portadora de la 
respuesta al hecho: el hecho, como hecho de una persona racional, 
significa algo, significa una desnaturalización de la norma, un ataque a su 
vigencia, y la pena también significa algo, significa que la afirmación del 
autor es irrelevante y que la norma sigue vigente sin modificaciones, 
manteniéndose, por lo tanto, la configuración de la sociedad. En esta 
medida, tanto el hecho como la coacción penal son medios de interacción 
simbólica, y el autor es tomado en serio en cuanto persona; pues si fuera 
incompetente, no sería necesario contradecir su hecho”. (Jakobs y 
Cancio, 2003, p. 23) 
“Sin embargo, la pena no solo significa algo, sino que también produce 
algo: así por ejemplo, el preso no puede cometer delitos fuera del centro 
penitenciario: una prevención especial segura durante el lapso efectivo de 
la pena privativa de libertad. Cabe pensar que es improbable que la pena 
privativa de libertad se hubiera convertido en la reacción habitual frente a 
hechos de cierta gravedad si no concurriera en ella este efecto de 
aseguramiento…” (Jakobs y Cancio, 2003, p. 23 a 24) 
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“…La pena tiene un acento negativo y por ello siempre el carácter de mal, 
aunque en última instancia debe beneficiar al condenado”. (Bramont, 2008, p. 
427) 
Respecto a lo antes mencionado, Sandoval (citado por Bramont, 2008) señala: 
 
“Al referirse al modelo teórico tanto de la expiación como de la retribución 
manifiesta que en ambos se empieza a decir que el reo es beneficiario del 
castigo pues, la tesis expiacionista y retribucionista suponen que el 
sentenciado como autor de un hecho punible recibe un beneficio a través 
de la ejecución de la pena y que, por ende, el mismo posee interés en que 
la sanción se haga efectiva. Tal suposición implica que solo tras su 
reconciliación con la divinidad (expiación) o con la colectividad 
(retribución) podría el sentenciado gozar de tranquilidad espiritual; de allí 
que a éste le afane expiar o retribuir el daño ocasionado con su conducta”. 
(p. 427 a 428) 
Al respecto manifiesta Fernández (citado por Bramont, 2008): 
 
“La analogía de la pena con la medicina, efectuada por el positivismo 
preventivo-especial, es en verdad una mala analogía y dio lugar a una 
severa deshumanización del derecho penal y penitenciario al convertir al 
condenado en objeto de un tratamiento psicofísico y forzoso (de 
resultados inciertos frente a sus propios fines, pero muy ciertos en cuanto 
a la manipulación del cuerpo o la conciencia de la persona humana 
sometida a la famosa penal final, que por definición se concreta a los fines 
de la prevención especial, es la pena retributiva, que por su carácter ético 
absoluto no persigue fin o utilidad alguna, como todo fenómeno moral, que 
vale por sí mismo, como imperativo categórico, la personalidad del 
delincuente no puede ser en caso alguno un fin de la pena, pues ella es 
justamente su tope. La pena sin duda recae sobre la persona, pero no 
puede dirigirse a manipular la personalidad”. (p. 428) 
“Para la aplicación de una pena debe haberse configurado un delito, y este 
se da cuando la conducta humana puede ser calificada como típica, 
antijuridica, y culpable, además, deben haberse respetado los 
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mecanismos procesales que rigen el debido proceso como garantía de la 
administración de justicia- garantía del Estado de Derecho. La pena no es 
parte del delito sino una consecuencia de este si bien el delito es un 
supuesto de la pena, este no es el único, dado que, la aplicación de la 
pena puede estar condicionada a la existencia de las condiciones 
objetivas de punibilidad o a la ausencia de una excusa absolutoria, cabe 
destacar que estas instituciones son excepcionales dentro de nuestro 
ordenamiento jurídico penal”. (Bramont, 2008, p. 428) 
“La pena es una privación de bienes jurídicos prevista en la ley, que es 
impuesta por los órganos jurisdiccionales competentes al autor de un 
hecho delictivo y es, a su vez, un instrumento para la autoconstatación 
general del Estado y reafirmación de su existencia en forma general, lo 
que implica una permanente revisión crítica del legislador y del 
magistrado, que implica examinar que es lo que quiere proteger el 
derecho penal”. Bustos (citado por Bramont, 2008) 
“No importa en qué sentido se observe la pena, esta siempre es un mal 
necesario. Lo que se pretende con la pena es evitar un mal mayor al ya 
cometido, a su vez, la pena debe ser la medida más económica en termino 
de daño social para solucionar el problema del delito”. (Bramont, 2008, p. 
429) 
El profesor Jakobs (citado por el maestro Bramont, 2008) señala que: 
 
“La pena publica existe para caracterizar el delito como delito, lo que 
significa lo siguiente, como confirmación de la configuración normativa 
concreta de la sociedad ¿por qué iba a entregarse la sociedad a la ilusión 
de que previene delitos? Su configuración se ve confirmada y sigue siendo 
el esquema de orientación determinante, y ello tanto para la determinación 
de lo que es fidelidad al derecho como para la determinación del delito. 
Se previene algo, pero no un delito futuro cualquiera, sino que los delitos 
ya no se conciban como delitos; lo que se previene, por lo tanto, es la 
erosión de la configuración normativa real de la sociedad. La pena publica 
es el mantenimiento del esquema de interpretación valido públicamente”. 
(p. 129 a 130) 
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Bramont (2008), indica que: 
 
“El profesor Jakobs nos dice entonces que, los sujetos tienen expectativas 
dentro de la sociedad, las cuales deben de desarrollarse normalmente, 
pero cuando produce una decepción respecto de esa expectativa, es decir 
se quiebra, se ha cometido un delito, el cual afecta el orden jurídico de la 
sociedad. Al cometerse el delito se ha infringido la norma dispuesta por la 
sociedad, se rompe el orden social, motivo por el cual se debe recurrir a 
la pena, con el fin de reestablecer el orden y confirmar los valores 
dispuestos por la sociedad. La pena sirve entonces para confirmar el valor 
de la norma. Como vemos, lo más importante es la protección de la 
norma”. (p. 430) 
1.3.5.1. CARACTERÍSTICAS DE LA PENA 
 
La aplicación de la pena a una persona debe reunir ciertas características: 
 
A. PRINCIPIO DE PERSONALIDAD DE LAS PENAS 
 
El proceso penal ha de haber investigado y juzgado a una persona determinada, 
tal como lo establece el Código de Procedimientos Penales, y es a está, luego 
de haberla encontrado responsable del delito, a la que se sanciona con una 
pena. El juzgamiento, por tanto, es personal, y lo que se persigue es, la 
rehabilitación y reincorporación del individuo a la sociedad. No cabe, en ninguna 
circunstancia, que otra persona reemplace al sentenciado porque al que se 
quiere rehabilitar es a éste. Por ejemplo: no se puede aceptar que la madre de 
Juan cumpla una condena por el delito cometido por su hijo. Ahora, esta 
característica es elemental, pero este principio es el resultado del progreso 
humano, dado que, en épocas pasadas la pena se imponía a personas extrañas 
al hecho delictivo: a personas que integraban un grupo social o a la familia del 
procesado. (Bramont, 2008) 
B. PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD DE LAS PENAS 
 
Este principio es una consecuencia del carácter retributivo de la pena, 
entendiéndose la retribución en un sentido amplio como la respuesta que da el 
ordenamiento jurídico penal debido a la comisión de un delito, por lo que, la pena 
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que se imponga debe tener un correlato lógico con el delito que se ha cometido, 
tal como lo establece el artículo VIII del Título Preliminar del Código Penal, “la 
pena no puede sobrepasar la responsabilidad por el hecho…”. (Bramont, 2008, 
p. 433). 
En este sentido el profesor Carnelutti (citado por Bramont, 2008) señala: 
 
“…De aquí que se introduzca en la determinación de la pena un elemento de 
equilibrio entre ambos términos: la pena y delito. En el lenguaje corriente 
diríamos que la pena no debe ser solo ejemplar, sino retributiva. Quizá se 
descubran mejor las raíces de la cuestión observando que la pena, para 
producir el máximo rendimiento con el mínimo esfuerzo, deba ser justa. Ni 
demasiado leve, porque no produce efecto; ni demasiado grave, porque 
cuesta mucho. No tenemos necesidad de añadir que, al hablar del costo de 
la pena, nos referimos, más que al presupuesto financiero de su aplicación, 
al daño social irrogado por el sacrificio que impone al individuo”. (p. 433) 
La correcta aplicación del Principio de Proporcionalidad de las penas, dentro de 
nuestro ordenamiento jurídico, debe tener en cuenta los artículos 45, 46 y 46-A 
del Código Penal. (Bramont, 2008) 
C. LEGAL 
 
Bramont (2008), explica: 
 
“La pena antes de su aplicación debe ser conocida, encontramos aquí una 
de las manifestaciones del Principio de Legalidad, que en el artículo II del 
Título Preliminar del Código Penal señala”: “Nadie será sancionado por un 
acto no previsto como delito falta por la ley vigente al momento de su 
comisión, ni sometido a pena o medida de seguridad que no se 
encuentren establecidas en ella”. (p. 435) 
“Esto debe ser complementado con el Principio de Ejecución Penal 
establecido en el artículo VI del Título Preliminar del Código Penal, que 
dice”: “No puede ejecutarse pena alguna en otra forma que la prescrita 
por la ley y reglamentos que la desarrollen. En todo caso, la ejecución de 
la pena será intervenida judicialmente”. (Bramont, 2008, p. 435) 
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“Los artículos antes mencionados del Título Preliminar del Código Penal 
tienen como base lo dispuesto por el artículo 139 numeral 3 de nuestra 
Constitución Política de 1993: “Son principios y derechos de la función 
jurisdiccional: …3) La observación del debido proceso y la tutela 
jurisdiccional. Ninguna persona puede ser desviada de la jurisdicción 
predeterminada por la ley, ni sometida a procedimiento distinto de los 
previamente establecidos, ni juzgada por órganos jurisdiccionales de 
excepción ni por comisiones especiales creadas al efecto, cualquiera sea 
su denominación”. (Bramont, 2008, p. 435 a 436) 
“En síntesis, la aplicación de la pena está estrictamente definida por la ley, 
lo que nos lleva a decir que las penas solo pueden aplicarse a los casos 
expresamente establecidos en la ley- nullum crime sine lege- solo pueden 
imponerse las penas previstas y permitidas por la ley- nullum poena sine 
lege. Además, la imposición de la pena es competencia de una autoridad 
judicial que le da al sujeto las garantías de un debido proceso”. (Bramont, 
2008, p. 436) 
1.3.5.2. FINES DE LA PENA 
 
“La problemática alrededor de los fines de la pena es tan antigua como la 
propia historia del Derecho penal y ha sido abordada y discutida por la 
filosofía, por las ciencias del Estado y el mismo Derecho penal, 
enfocándose en puntos tales como la legitimación, el fundamento y la 
función de la intervención penal”. (Villegas, 2014, p. 22) 
En este punto importante es preciso consignar lo señalado por Jakobs y 
Palomino, por ser doctrina de suma importancia para la presente. 
“Es lugar común en la doctrina iuspenalista afirmar que el Derecho penal 
se legitima por los fines de la pena estatal. Ahora bien, no cualquier fin 
legitima un Estado, ni su sistema punitivo. En los estados totalitarios 
(podemos volver la mirada, por ejemplo, a la Alemania nazi o a cualquier 
dictadura o sistema opresor, pasado o presente, de cualquier color político 
y cualquier latitud) el Estado no se legitimaba por los fines de la pena 
(ciertamente deleznables) ni, por supuesto, por la fuerza de las armas. No 
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se legitima. El Derecho pudiera ser legal, si así lo disponían las leyes de 
entonces, pero no era un Derecho justo, sino injusto, y un Derecho injusto 
no puede ser legítimo”. (Jakobs y Palomino, 2003, p. 53) 
“Los fines de la pena desde una perspectiva constitucional se sintetizan 
normativamente en tres estadios fundamentales: en el momento de la 
conminación penal en abstracto, la pena despliega un fin únicamente 
preventivo general, esto es, disuadir a los potenciales infractores con la 
imposición de una mal (la pena); en el momento de la determinación 
judicial de la pena, la pena ejerce una doble función, prevención general 
positiva y prevención especial negativa, por un lado, de restablecer la 
vigencia fáctica de las normas, imprescindible para la cohesión del 
sistema jurídico- estatal a partir de un confín de valores democráticos (la 
justicia y el Derecho), y por otro lado, la comunicación que se tiende con 
el condenado, de hacer suyos los valores que desconoció con su obrar 
antijuridico, de asumir los costes gravosos de su proceder conductivo, 
tomando como limite la culpabilidad y como fundamento la prevención. 
Finalmente, en la fase de ejecución penal, la pena ejerce únicamente un 
fin de prevención especial positiva (resocialización), en cuanto afianzar su 
rehabilitación social a partir de un tratamiento penitenciario 
individualizado”. (Peña, 2015, p. 661) 
“Sin embargo, debe precisarse que la Ley fundamental solo consagra 
normativamente la prevención especial positiva, cuando en el artículo 139, 
inciso 22, establece que los principios del Régimen Penitenciario son la 
reeducación, la rehabilitación y la reincorporación del penado en la 
sociedad. De hecho, aquello no puede significar que el legislador haya 
dejado a un lado los fines de prevención general, pues, esta función se 
comprende en el marco de los propios fines del Estado de Derecho, de 
asegurar una convivencia pacífica entre sus miembros, previniendo y 
combatiendo la delincuencia en todas sus manifestaciones”. (Peña, 2015, 
p. 661) 
“El Tribunal Constitucional asume como válidas, las teorías preventivas, 
tanto la especial como general, gozan de protección constitucional directa, 
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en tanto y en cuanto, según se verá, sus objetivos resultan acordes con el 
principio – derecho de dignidad, y con la doble dimensión de los derechos 
‘fundamentales; siendo, por consiguiente, el mejor medio de represión del 
delito, el cual ha sido reconocido por el Constituyente como un mal 
‘’generado contra bienes que resultan particularmente trascendentes para 
garantizar las mínimas condiciones de una convivencia armónica en una 
sociedad democrática. En consecuencia, las penas, en especial, la 
privativa de libertad, por estar orientadas a evitar la comisión del delito, 
opera como garantía constitucional de las libertades y la convivencia 
armónica a favor del bienestar general”. (Peña, 2015, p. 661 a 662) 
“Ahora bien, se acoge a los fines preventivo – generales de la pena, pero 
en este punto debe destacarse, que existen posturas distintas, en lo que 
refiere a su dimensión positiva, en tanto un sector de la doctrina, la define 
en términos puramente normativos, mediando una función que se dirige a 
reforzar su vigencia frente al colectivo, dejando de lado las legítimas 
expectativas del penado, de alcanzar su rehabilitación social”. (Peña, 
2015, p. 662) 
“La prevención general positiva resulta coherente desde los fines 
constitucionales del Estado, pero, la afirmación del orden jurídico que se 
obtiene mediante la aplicación de las normas jurídico-penales, 
fundamental para restablecer la vigencia de los valores democráticos en 
la conciencia de los ciudadanos, debe determinarse conforme a los 
principios de dignidad y de la libertad individual del penado”. (Peña, 2015, 
p. 662) 
“De acorde a la prevención general positiva, según la postura de Jakobs, 
la culpabilidad es definida por la primera, quiere decir ello, que la 
necesidad de pena no se mide según las exigencias preventivo- 
especiales (rehabilitación), sino en cuanta pena se requiere para 
restablecer la confianza de los ciudadanos hacia las normas, mientras el 
delito seas más grave, se requerirá mayor severidad en la respuesta 
punitiva. De esta forma la culpabilidad deja de ser un límite de pena, como 
fundamento imprescindible para cautelar la dignidad del condenado, 
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convirtiéndose en un instrumento para fines exclusivamente sistémicos”. 
(Peña, 2015, p. 662) 
Bramont (2008), advierte que: 
 
“Se debe distinguir entre la función y los fines de la pena. La función es la 
razón última e ideal por la que la pena se impone a nivel del debe ser. El 
derecho no puede ni debe pretender realizar la justicia en la tierra, porque 
ello representaría una insoportable injerencia en la libertad del hombre; 
debe limitarse a ordenar la convivencia externa de los hombres del modo 
menos gravoso para sus derechos y libertades. O sea, la función 
primordial de la pena es la tutela jurídica buscando la resocialización del 
delincuente. Actualmente dentro de la función de la pena debemos incluir 
los intereses de la víctima”. (p. 130 a 131) 
En este sentido el profesor Hassemer (citado en Bramont, 2008), refiere que: 
 
“Con la atención a la víctima se añade algo más al concepto normativo; a 
saber, la rehabilitación de la persona lesionada, la reconstrucción de su 
dignidad personal, el trazado inequívoco de la línea entre un 
comportamiento justo y uno injusto, la constatación ulterior para la victima 
de que, efectivamente, ha sido una víctima (y no un delincuente ni 
tampoco el protagonista de un simple accidente)”. (p. 431) 
Tal como señaló el maestro Antolisei (citado por Bramot, 2008): 
 
“Por función de la pena se entiende la acción, o, mejor aún, la eficacia de 
la pena: en otros términos, los efectos que produce y en vista de lo que 
es adoptada por el Estado. Tales efectos pueden dirigirse hacia el pretérito 
o hacia el futuro. De los primeros surge la idea de represión; de los 
segundos, la de prevención”. (p. 431) 
Mientras que el fin de la pena, según advierte Bramont (2008): 
 
“El fin: son los objetivos empíricos e inmediatos a nivel del ser- a los que 
la pena, para cumplir su función ha de hallarse dirigida, esto es, la 
prevención general y la prevención especial, las cuales manifiestan 
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también la utilidad de la pena, es decir se busca que el sujeto se abstenga 
de cometer delitos”. (p. 431) 
Nuestro Código Penal acepta la retribución como fundamento de la pena (artículo 
IX del Título Preliminar del Código Penal) y la responsabilidad como su límite 
(artículo 45, 46 y 46 A del Código Penal, pero entiende que funcionalmente la 
pena no se agota en el castigo, sino que también ha de prevenir la comisión de 
otros delitos por parte de los demás asociados (prevención general, intimidación 
disuasoria), proteger a la sociedad de la capacidad delictiva del culpable, a la 
víctima del redoblamiento del ataque y al propio delincuente de la venganza 
pública y privada y, en fin, resocializar y reincorporar al penado por medio de la 
ejecución humanitaria de la pena, sin violentar su oportunidad de participar 
voluntariamente en estudios y trabajos readaptadores y remunerados. (Bramont, 
2008) 
1.3.5.3. LA AGRAVACIÓN DE LA PENA 
 
“La repetición delictiva por parte de personas que ya han sufrido una pena 
genera, sin duda, complicaciones a muchos niveles social, mediático y, 
por supuesto, jurídico. La incapacidad estatal para reducir la reincidencia 
ha desembocado, tradicionalmente, en el recurso a la agravación de la 
pena”. Puente (citado por el maestro Prado, 2017) 
Asimismo, Prado (2017) señala lo siguiente: 
 
“Las circunstancias agravantes reguladas representan diferentes 
condiciones o indicadores que circundan o concurren a la realización del 
delito. Su eficacia común se manifiesta como un mayor desvalor de la 
conducta ilícita realizada o como una mayor intensidad de reproche hacia 
el delincuente, con lo cual se justifica el incremento de la punibilidad y 
penalidad que corresponde aplicar al autor o partícipe del hecho punible”. 
(p.117) 
“Estas agravantes están previstas en función al lugar y forma de comisión, 
la calidad del agente, los bienes sobre los que recae la acción, la mayor 
vulnerabilidad de la víctima, los resultados dañosos de la acción en la vida 
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o integridad de la víctima y en general, en otras circunstancias que rodean 
al delito”. Gálvez (citado por el maestro Prado, 2017) 
1.3.7.4. TEORÍAS DE LA PENA 
 
“Debemos señalar que, en los contornos de la política criminal y penal, 
debe tenerse en consideración un aspecto fundamental; el modelo el 
Estado (democrático, autoritario, etc.) que se rige en un país, el modelo 
de sociedad que se pretende controlar; el modelo de política que se 
pretende ejecutar, y las condiciones que pretende la ciudadanía con tal o 
cual política criminal”. (Reátegui, 2016, p. 2131) 
“En este punto, el derecho peruano como parte del modelo constitucional, 
según el artículo 43 de la Constitución Política, se encuentra en un Estado 
Social y Democrático de Derecho. Como es sabido, en el modelo del 
Estado social democrático, la pena ha de cumplir una misión política de 
regulación activa en la sociedad, mediante la protección de bienes 
jurídicos”. (Reátegui, 2016, p. 2131) 
“Supone atribuir a la pena la función de prevenir los hechos que atenten 
contra los bienes jurídicos, y no basar su cometido en una hipotética 
necesidad ético-jurídica de no dejar sin respuesta, sin retribución, la 
infracción del orden jurídico. Para que el Estado social no se convierta en 
autoritario, sino democrático, el derecho deberá marcar limites formales y 
materiales”. Mir (citado por el maestro Reátegui, 2016) 
“El segundo hecho que después se presenta a la consideración de la 
ciencia criminal, es la pena. En ese sentido, el fin de la pena no consiste 
en que se haga justicia, ni en que el ofendido sea vengado, ni en que sea 
resarcido el daño padecido por él, ni en que se atemoricen los ciudadanos, 
ni que el delincuente purgue su delito, ni en que se obtenga su enmienda. 
El fin primario de la pena es el restablecimiento del orden externo en la 
sociedad”. Carrara (citado por Reátegui, 2016) 
“En tal sentido, el restablecimiento del orden social es, en otras palabras, 
decir que la misión del derecho penal es la protección y mantenimiento de 
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los bienes jurídicos de la sociedad, y que la pena debe mantener dicho 
orden”. (Reátegui, 2016, p. 2132) 
“Casi todo el Tratado o Manual de Derecho penal, Parte General, inicia 
dilucidando esta última cuestión. Nuestro mismo Código penal intenta 
tomar posición sobre la pena desde el inicio, o sea, desde el Título 
Preliminar (artículo I y IX. Actualmente son tres las teorías, que desde el 
siglo XIX, tratan de explicar él porque del castigo penal, el porqué del 
privar la libertad o de otros bienes a los ciudadanos…”. (Reátegui, 2016, 
p. 2135) 
A. TEÓRIAS ABSOLUTAS 
 
“Las teorías absolutas atienden sólo al sentido de la pena, prescindiendo 
totalmente de la idea de fi n. Para ellas, el sentido de la pena radica en la 
retribución, en la imposición de un mal por el mal cometido. En esto se agota 
y termina la función de la pena”. (Muñoz y García, 2010, p. 47) 
Bramont (2008) señala: 
 
“Sus principales representantes son Kant y Hegel. Esta teoría señala que 
al sujeto que comete un delito se le aplica una pena como retribución al 
hecho que cometió. Para Hegel la pena es la afirmación del derecho que, 
fue negado por el delito, negación que solo se contesta con otra negación, 
que es la pena; en otras palabras, la pena es la negación de la negación 
del derecho penal. En estas teorías la pena es retributiva, ojo por ojo y 
diente por diente (ley del Taleón). De esta manera la pena se libera de 
toda finalidad y se presenta únicamente como la imposición voluntaria de 
un mal para compensar la lesión jurídica cometida culpablemente”. (p. 96 
a 97) 
“Kant justificó en el siglo XVIII lo que llama derecho del Talión como único 
criterio para determinar en cada delito la especie y cantidad de la pena, el 
Talión material consiste en la aflicción de un mal al infractor estrictamente 
igual que al que ocasionó, es decir, mediante esta justificación material al 
que asesinó se le podría imponer de igual la pena de muerte u otra de 
semejante naturaleza gravosa. Todos los demás derechos son 
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susceptibles de modulación y no pueden concordar con la sentencia 
fundada en la justicia pura y estricta a causa de las consideraciones 
extrañas a ella que comportan tales derechos”. (Peña, 2014, p. 234) 
Por otro lago Bacigalupo (2004), explica que: 
 
“Una primera respuesta a esta cuestión corresponde a las llamadas 
teorías absolutas. La pena será legítima, según ellas, si es la retribución 
de una lesión cometida culpablemente. La lesión del orden jurídico- 
cometida libremente presupone un abuso de la libertad que es 
reprochable, y por lo tanto, culpable. El fundamento de la pena será 
exclusivamente la justicia o la necesidad moral. Las teorías absolutas, en 
consecuencia, legitiman la pena si ésta es justa. La pena necesaria, para 
estas teorías, será aquella que produzca al autor un mal (una disminución 
de sus derechos) que compense el mal que él ha causado libremente”. (p. 
31) 
Asimismo, Peña (2015), agrega: 
 
“Conforme los postulados esta postura ideológica, mediante la pena se 
agotaba la solución del conflicto social producido por el delito, es decir, al 
delito se le sumaba un segundo mal que eliminaba los efectos perjudiciales 
del hecho punible, restableciéndose el orden social alterado por el 
comportamiento infractor de la norma”. (p. 231) 
“Desde este punto de vista, proclamar la función retributiva de la pena supone 
entender que la finalidad esencial de ésta se agota en el castigo del hecho 
cometido”. Mir (citado por Peña, 2015) 
La pena consiste esencialmente en una retribución, o que es lo mismo en la 
compensación del mal causado por el delito, es una especie de justicia penal 
compensatoria, en la cual el agente es objeto de sanción por una pena 
equivalente a su culpabilidad. (Peña, 2015) 
“En tanto que, para Kant, la pena es una retribución ética, justificada por el 
valor moral de la ley penal infringida por el culpable y el castigo que 
consiguientemente se le inflige. Kant entonces fundamenta la pena en la 
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culpabilidad del autor pero llevada en términos éticos o moralistas, como una 
retribución de la culpabilidad del sujeto. Según este postulado es justo que el 
individuo sufra un mal a la medida de su culpabilidad, por lo que la pena se 
justifica como una retribución de acuerdo con el grado de su culpabilidad, en 
tanto que la pena refuerza el valor ético- social del derecho atacado o 
vulnerado por el delito”. (Peña, 2015. p. 233) 
“La pena es un imperativo categórico y, como tal, una exigencia condicionada 
de la justicia, libre de toda consideración utilitaria: la pena no se funda en que 
sirve a la sociedad, porque el castigo del individuo, que es un fin en sí mismo, 
no puede instrumentalizarse a favor de fines preventivos ajenos a la 
proporción con el mal causado”. Kant (citado por Peña, 2015) 
“Kant argumenta su posición en un racionalismo naturalista, concibiendo el 
sentido de dignidad humana, en la idea de que el hombre no puede ser 
instrumentalizado a fines ajenos a la justicia, únicamente en razón de su 
culpabilidad, pero no llevado a fines utilitarios, pues, con el castigo se agota 
la finalidad de la pena. La retribución de la pena tiene que ser jurídica, es 
decir conforme a los valores que inspiran el Derecho, se mira al futuro 
recogiendo al pasado, internándose como una especie de castigo psicológico 
a la persona del infractor incidiendo sobre su personalidad”. (Peña, 2015, p. 
233 a 234) 
“Siguiendo los postulados programáticos de Kant, al analizar el problema del 
sentido de la pena. La pena es un mal que se le impone al autor por el hecho 
culpable. Se basa en el postulado de la retribución justa, que casa uno sufra 
lo que sus hechos valen, esto es, sobre el postulado de la armonía entre 
merecimiento de felicidad, merecimiento de pena y sufrimiento de pena”. 
Welzel (citado por Peña, 2015) 
“Según este postulado dice Welzel, de un devenir justo del mundo, resulta 
correcto, que el delincuente sufra de acuerdo con el grado de su culpabilidad. 
De este sentido de la pena se siguen tanto la justificación como la medida del 
mal de la pena: la pena se justifica como retribución adecuada a la medida 
de la culpabilidad”. (Peña, 2015, p. 236) 
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“Hegel, quien concebía a la pena como un producto de razón, como la 
negación del delito asociada a la realización de justicia, y rechazaba las 
concepciones utilitarias. Para Hegel, el castigo está implícito en el delito, en 
la acción del delincuente. Kant y Hegel niegan la posibilidad de que la pena 
tenga una finalidad prevencionista”. (Reátegui, 2016, p. 2138) 
Dentro de las teorías absolutas, Bramont (2008), señala que existen dos 
aspectos, positivo y criticable: 
“Positivo, detrás de esta teoría hay una idea de justicia y proporcionalidad. La 
sanción ha de estar enmarcada en una proporcionalidad. La sanción penal 
ha de estar enmarcada en una justa retribución, es decir, la pena debe 
graduarse de acuerdo con la gravedad de la culpabilidad del delito- 
proporcionalidad. Esta teoría responde a la arraigada convicción de que el 
mal no debe quedar sin castigo y el culpable debe encontrar en él su 
merecido. Ello se fundamenta en razones religiosas, éticas y jurídicas. 
Ejemplo, sobre la proporcionalidad: no se le impondrá la misma pena a una 
persona que cometió un robo que a otra que violó a un menor”. (p. 97) 
“La justificación de la pena en el planteamiento seguido hasta aquí no puede 
ser otro que su necesidad para la tutela eficaz de los bienes jurídicos 
indispensables para el mantenimiento y desarrollo del sistema”. Serrano 
(citado por el maestro Bramont, 2008) 
“Criticable, parte de un solo orden de valores, cuando en la realidad la 
sociedad tiene diversos grupos con diferentes órdenes de valores. También 
se critica que no se tenga en cuenta el libre albedrío del inculpado pues, se 
castiga la acción sin importar si ha sido coaccionado o no el sujeto en el 
momento de realizarla”. (Bramont, 2008, p. 97) 
B. TEORÍAS RELATIVAS O PREVENTIVAS 
 
Muñoz y García (2010) afirman: “Las teorías relativas atienden al fi n que se 
persigue con la pena. Se dividen en teorías de la prevención especial y teorías 
de la prevención general”. (p. 48) 
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“Las teorías relativas son totalmente opuestas a las absolutas. Señalan que 
la pena no tiene que realizar la justicia en la tierra, sino proteger a la sociedad. 
La pena no es un fin en sí misma, sino un medio de prevención. El sentido de 
la pena consiste únicamente en cumplir su tarea de impedir que se comentan 
en el futuro acciones punibles; es decir, la función de la pena es prevenir que 
dentro de la sociedad se vuelvan a cometer delitos, se centra entonces en 
una función utilitaria de la pena”. (Bramont, 2008, p. 98) 
“Estas teorías tienen fe en la posibilidad de educar a las personas que han 
delinquido, a través de una adecuada intervención sociopedagógica, por 
tanto, en las teorías relativas coinciden ideas humanitarias, sociales, 
racionales y utilitarias”. (Bramont, 2008, p. 98) 
El fin de la pena, en este tipo de teorías según Roxin (citado por Bramont, 2008) 
se basa: 
“…En la influencia sobre la comunidad, que mediante amenazas penales y la 
ejecución de la pena debe ser instruida sobre las prohibiciones legales y 
apartada de su violación. También aquí se trata, pues, de una teoría que 
tiende a la prevención de delitos (y con ello preventiva y relativa, como 
consecuencia de lo cual la pena debe sin embargo actuar no expresamente 
sobre el condenado, sino generalmente sobre la comunidad. Por esta razón 
se habla de una teoría de la prevención general”. (p. 98) 
Respecto a la teoría relativa, es importante expresar lo señalado por el maestro 
Bacigalupo, por considerar de suma importancia para el desarrollo de esta teoría. 
Bacigalupo (2004), agrega: 
 
“Las teorías relativas procuran legitimar la pena mediante la obtención de un 
determinado fin, o la tendencia obtenerlo. Su criterio legitimante es la utilidad 
de la pena. Si este fin consiste en la intimidación de la generalidad, es decir, 
en inhibir los impulsos delictivos de autores potenciales indeterminados, se 
tratará de una teoría preventivo-general de la pena. Si, por el contrario, el fin 
consiste en obrar sobre el autor del delito cometido para que no reitere su 
hecho, estaremos ante una teoría preventivo especial”. (p. 32) 
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“Mientras que las teorías absolutas, en su sentido estricto, parte de que la 
pena debe imponerse como postulado de justicia, sin que hayan de tomarse 
en consideración fines de prevención ulteriores, las teorías relativas 
fundamentan la pena en su necesidad para la subsistencia de la sociedad, 
es decir, asumen como fin de pena la preservación y el orden social de la 
comunidad”. Mir (citado por el maestro Peña, 2015) 




“Las teorías de la prevención general ven el fi n de la pena en la intimidación 
de la generalidad de los ciudadanos, para que se aparten de la comisión de 
delitos. Su principal representante fue el penalista alemán de principios de 
siglo XIX, FEUERBACH, que consideraba la pena como una «coacción 
psicológica» que se ejercía en todos los ciudadanos para que omitieran la 
comisión de delitos”. (Muñoz y García, 2010, p. 48) 
Cuando la función de la pena es dirigida a toda la sociedad en general con el 
propósito de prevenir delitos, es decir, no individualiza al receptor del mensaje. 
Esta teoría se puede subdividir en dos grupos: positiva o integrada y negativa o 
intimidadora. (Bramont, 2008) 
“La teoría de la prevención general se asienta sobre el efecto socio- 
pedagógico comunicativo de la norma, las normas se estructuran 
semánticamente y se dirigen en abstracto hacia el ciudadano, conforme al 
pretendido designio de que se interioricen e su psique, a fin de que adecuen 
su proceder conductivo de acuerdo a lo establecido en la normativa, y para 
tal fin motivador recurren a la sanción punitiva como refuerzo innegable que 
despliega efectos puramente intimidatorios; se recurre entonces a la 
inhibición conductual de contenido psicológico”. (Peña, 2015, p. 258) 
ii. POSITIVA O INTEGRADA 
 
“Cuando la misión de la pena es prevenir delitos mediante la afirmación de 
los valores que se establecen en una sociedad. Hay que remarcar en la 
persona los valores de la sociedad. Es decir, se persigue la estabilización de 
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la conciencia del derecho, con lo cual se afirma al derecho penal como un 
medio de control social más, pero formalizado y por ello sujeto a la protección 
de los derechos fundamentales del desviado. El derecho penal está orientado 
hacia las consecuencias externas, es decir, se pretende conectar con los 
demás controles sociales”. (Bramont, 2008, p. 99) 
“La idea de la prevención general mediante el ejercicio del reconocimiento de 
la norma, que supone la confianza en la norma, en la fidelidad al derecho y 
en la aceptación de sus consecuencias. Solo sobre la base de una 
comprensión comunicativa del delito entendido como afirmación que 
contradice la norma y de la pena entendida como respuesta que confirma la 
norma puede hallarse una relación ineludible entre ambas, y en este sentido, 
una relación racional”. Jakobs (citado por Bramont, 2008) 
“Es decir, la prestación que realiza el derecho penal consiste en contradecir a su 
vez las contradicciones de las normas determinantes de la identidad de la 
sociedad. El derecho confirma la identidad social”. (Bramont, 2008, p. 99) 
“El delito se debe entender como una comunicación defectuosa, siendo 
imputado este defecto al autor como culpa suya. La pena no es solo un medio 
para mantener la identidad social, sino que ya constituye ese mantenimiento 
mismo”. Jakobs (citado por Bramont, 2008) 
“La pena significa una autocomprobación, fuera de cualquier consecuencia 
psicológica social o individual que pudiera originar. El derecho penal 
restablece que el plano de la comunicación vigente perturbada de la norma 
cada vez que se lleva a cabo seriamente un procedimiento como 
consecuencia de una infracción de la norma (esto representa la identidad de 
la sociedad no modificada)”. (Bramont, 2008, p. 100) 
iii. NEGATIVA O INTIMINADORA 
 
“Pretende coaccionar o intimidar psicológicamente a los miembros de la 
sociedad para que cometan delitos. En nuestra realidad, la pena está 
cumpliendo este papel, coaccionar, intimidar a todos los miembros de la 
sociedad; una muestra de esto está en la implantación de la cadena perpetua, 
la cual tiene por finalidad intimidar a los ciudadanos para que no cometan 
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delitos. Respecto de esta teoría podemos formular críticas: en primer lugar, 
el medio que emplea (el miedo); en segundo lugar, se trata a las personas 
como si fueran animales”. (Bramont, 2008, p. 100) 
“Con esta tendencia se cae en el terror y en el totalitarismo. La crítica social 
más importante que se puede hacer viene desde Kant, en el sentido de que 
el individuo no debe ser utilizado como medio para las intenciones de otro ni 
quedar incluido dentro del derecho de cosas. También se critica a la 
prevención general el faltarle un criterio proporcional que limite la gravedad 
de la pena a imponer, pues la misma lógica de la intimidación lleva a 
considerar que mientras mayor sea la gravedad de las penas que se 
imponen, en atención a la impresión que produce en la generalidad, mayor 
debe ser también su eficacia”. (Bramont, 2008, p. 100 a 101) 
iv. ESPECIALES 
 
“Las teorías de la prevención especial ven el fi n de la pena en apartar al que 
ya ha delinquido de la comisión de futuros delitos, bien a través de su 
corrección o intimidación, bien a través de su aseguramiento, apartándolo de 
la vida social en libertad. Su principal representante fue otro gran penalista 
alemán, Franz Von Liszt, quien consideró al delincuente como el objeto 
central del Derecho penal y a la pena como una institución que se dirige a su 
corrección, intimidación o aseguramiento”. (Muñoz y García, 2010, p. 48) 
“Sostienen que las penas buscan la prevención del delito respecto del autor 
que cometió el ilícito penal, es decir, la prevención de la pena consiste en 
hacer que el sujeto no vuelva a delinquir. Se trata de prevenir el delito 
resocializando o rehabilitando al delincuente – artículo IX del Título Preliminar 
del Código Penal”. (Bramont, 2008, p. 101) 
“La prevención especial ha sido sostenida en diferentes momentos de la 
historia del Derecho penal. Su fundamento es siempre el mismo: la comisión 
de un delito revela en el autor la amenaza de futuras lesiones del orden 
jurídico; por lo tanto, la pena debe servir para evitar esos futuros delitos, ya 
que el que se cometió no puede desaparecer del mundo. Los autores más 
antiguos sostuvieron que el mal de la pena debía actuar sobre el autor para 
91  
que su impulso delictivo se convirtiera en lo contrario, en la inhibición del 
impulso criminal”. (Bacigalupo, 2004, p. 33) 
C. LAS TEORÍAS DE LA UNIÓN O SINTETIZADORAS 
 
Así también como en la teoría relativa se utilizó las palabras del maestro 
Bacigalupo, es importante mencionar lo expresado por dicho autor, por ser 
indispensable para el desarrollo de la teoría de la unión. 
“Un tercer grupo de teorías está compuesto por las llamadas teorías de la 
unión. Estas tratan de combinar los principios legitimantes de las teorías 
absolutas y de las relativas en una teoría unificadora. Por lo tanto, se trata de 
teorías que procuran justificar la pena en su capacidad para reprimir 
(retribución) y prevenir (protección) al mismo tiempo. Dicho en otras palabras, 
la pena será legítima para estas teorías, en la medida en que sea a la vez 
justa y útil. Los valores de justicia y utilidad, que en las teorías absolutas 
resultan excluyentes y en las relativas son contemplados solo a través de la 
preponderancia de la utilidad (social), resultan unidos en las teorías que 
estamos tratando”. (Bacigalupo, 2004, p. 36) 
“Las teorías de la unión deben admitir que el fin represivo y el preventivo de 
la pena pueden no coincidir e inclusive ser antinómicos. La pena justa con 
respecto al hecho cometido puede ser insuficiente con referencia al autor del 
mismo y las necesidades preventivas que éste plantea a la sociedad. Este 
conflicto de fines y de criterios legitimantes se debe resolver, como es lógico, 
optando por uno de ellos, al que se otorga preponderancia sobre el otro”. 
(Bacigalupo, 2004, p. 36) 
Estas teorías tienen dos direcciones: 
 
“La primera, remarca la idea de justicia por encima de prevención o 
utilidad. Lo principal es la defensa del bien jurídico, al afectarlo se debe 
dar una retribución justa, limitando la determinación de la pena de acuerdo 
a los principios de la prevención”. (Bramont, 2008, p. 103) 
“…Quienes creen la protección de la sociedad ha de basarse en la 
retribución justa y en la determinación de la pena, conceden a los fines de 
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prevención un mero papel complementario, dentro del marco de la 
retribución”. Mir (citado por Bramont, 2008) 
“La segunda, se orienta a la utilidad, la prevención. A la retribución solo le 
corresponde servir del límite máximo de las exigencias preventivas 
impidiendo así que las mismas conduzcan a una pena superior a la 
merecida (soluciones útiles que no sean injustas). El fundamento de la 
pena sería la defensa de la sociedad – protección de bienes jurídicos-. A 
la retribución corresponde únicamente la función de límite máximo de las 
exigencias de prevención, impidiendo que conduzcan a una pena superior 
a la merecida por el hecho cometido”. (Bramont, 2008, p. 104) 
“Lo que se pretende lograr es una adecuada protección de los valores 
fundamentales de nuestra sociedad, sobre la base del menor costo posible de 
represión y de sacrificio de la libertad individual”. (Bramont, 2008, p. 104) 
DEFINICIÓN DE TÉRMINOS: 
 
A) Agravación de la pena: circunstancia por la cual el legislador ha tomado 
como solución ante la criminalidad el aumento de la pena privativa de 
libertad, en determinados delitos, incluido el delito de robo. 
 
B) Reducción de Criminalidad: Mecanismo de solución por el alto índice de 
criminalidad (Lambayeque 2012-2017) 
 
C) Delito de Robo: Tipo penal que sanciona aquel sujeto que con animo de 
lucro se apodera de un bien total o parcialmente ajeno empleando fuerza, 
amenaza contra las personas. 
 
1.4. FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 
¿Qué relación existe entre la agravación de la pena y la reducción de 
criminalidad del delito de Robo (Lambayeque 2012-2017)? 
 
1.5. JUSTIFICACIÓN DEL ESTUDIO 
a) La presente investigación es apropiada, porque mediante ella se pretende 
crear nuevos criterios de Política Criminal que permitan combatir de 
manera adecuada la criminalidad por la que hoy en día viene sufriendo 
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nuestro país; en especial los índices de criminalidad del delito de Robo, 
pues es un delito que se ha venido realizando a lo largo de los años con 
mayor frecuencia y según cuadros de incidencia delictiva de la DIPINCRI 
Chiclayo, nuestra ciudad de Lambayeque no está ajena a ello. 
 
b) Asimismo, ayudará para que nuestra sociedad recupere la confianza 
pérdida con el Estado peruano, pues su seguridad se ha visto vulnerada 
por temas de criminalidad y por la inadecuada aplicación de la Política 
Criminal. 
 
c) Dicha investigación se encuentra dirigida a los operadores del derecho, 





Entre la agravación de la pena y la reducción de criminalidad en el delito de Robo 
existe una relación ineficaz, en base a los índices de criminalidad en los últimos 
cinco años (2012-2017) 
1.7. OBJETIVOS 
1.7.1. OBJETIVO GENERAL: 
 
IDENTIFICAR la relación existente entre la agravación de la pena y la reducción 
de Criminalidad en el delito de Robo (Lambayeque 2012-2017) 
1.7.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS: 
A. ANALIZAR si la Política Criminal tiene como objeto concreto reducir los 
índices de criminalidad en base al aumento de las penas. 
 
B. EXPLICAR de qué manera se ha incrementado los índices de 
criminalidad del delito de Robo en el quinquenio (Lambayeque 2012- 
2017). 
 
C. PROPONER la ejecución de la Política Criminal peruana ya existente. 
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II. MÉTODO 
2.1. DISEÑO DE INVESTIGACION 
A. TIPO DE INVESTIGACIÓN: 
 
Explicativa: en el sentido de que trata de un tipo de relación causa – efecto, 
por ello resulta importante antes de abordar estos estudios definir el concepto 
de causalidad manejado por el investigador y cuándo una posible causa 
puede ser causa contribuyente. 
B. NIVEL DE INVESTIGACIÓN: 
 
Correlacional: es la correspondencia o relación recíproca entre dos o más 
cosas o serie de cosas. Se produce cuando un rasgo o forma de conducta 
acompaña a otra. Revela en qué medida una predica a otra. Un investigador 
podría examinar las correlaciones entre las horas que los estudiantes pasan 
en el estudio y sus resultados en las pruebas para ver si existe relación. 
C. MÉTODO: 
 




Cuantitativo: puesto que se recogerán y analizarán los datos obtenidos 
producto de la aplicación del instrumento respectivo en relación con las 
variables a medir. 
 
2.2. VARIABLES, OPERACIONALIZACION 
2.2.1. VARIABLES: 
X: VARIABLE INDEPENDIENTE 
Relación ineficaz en base a los Índices de criminalidad en los últimos cinco 
años (2012-2017) 
 
Y: VARIABLE DEPENDIENTE 
Agravación de la pena y Reducción de Criminalidad en el delito de robo 
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2.3. POBLACIÓN Y MUESTRA 
2.3.1. POBLACIÓN 
 
La población que se consignado para el presente desarrollo de proyecto 
de investigación es la siguiente: 
Abogados penalistas del distrito judicial de Lambayeque: haciendo un total 
de 7743, al 2017 según el Ilustre Colegio de Abogados de Lambayeque. 






N= 7743 x (1.96)2 x 1.96 x 1.96 




N= 7743 x (3.84) x (3.84) 
(0, 25) x 7742 + (3.84) x (3.84) 
N= 114175 





PNP DE LA PROVINCIA DE CHICLAYO: 
 
N= 1,200 x (1.96)2 x 1.96 x 1.96 






N= 1,200 x (3.84) x (3.84) 





N= 17694.72  
  

















Entonces, el total de la muestra es: 59 abogados del distrito de Chiclayo y 60 
miembros de la PNP del distrito de Chiclayo. 
2.4. TÉCNICAS E INSTRUMENTOS DE RECOLECCION DE DATOS, 
VALIDEZ Y CONFIABILIDAD 
Habiendo operacionalizado correctamente las variables de la hipótesis, se 
procederá a seleccionar los métodos, las técnicas y se diseñarán los 




La técnica que ha sido empleada es la investigación es la aplicación de dos 
cuestionarios y la técnica del fichaje que a permitido plasmar correctamente la 
información dentro del Marco teórico y teorías relacionadas al tema. 
Dentro de la técnica del fichaje se a utilizado: Las fichas textuales, fichas de 
paráfrasis, fichas de resumen y bibliográficas. 
B. INSTRUMENTOS: 
 
Los instrumentos utilizados para la recolección de datos son los siguientes: 
 
Dos cuestionarios, aplicados a los operadores del derecho y los miembros de la 
Policía Nacional del Perú de Chiclayo. 
Las preguntas fueron de tipo cerradas dicotómicas, con dos únicas alternativas: 
sí y no. 
C. VALIDEZ Y CONFIABILIDAD 
 
Los instrumentos aplicados han sido válidamente confiables debido a que, 
mediante el Licenciado Estadista Luis Arturo Montenegro Camacho, se ha 
establecido una correlación total de los datos en Alfa de Cronbach y Kr-20. Dicho 
informe se encuentra en los anexos de la presente investigación (p. 146 a 148) 
 
 
2.5. MÉTODOS DE ANÁLISIS DE DATOS 
 
Los datos recolectados mediante la aplicación de los cuestionarios realizados a 
la comunidad jurídica de Chiclayo y a los miembros de la PNP han sido 
procesados debidamente en el programa de Excel, posteriormente presentados 
en tablas y figuras de distribución de frecuencias simples y porcentuales. 
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2.6. ASPECTOS ÉTICOS 
En el presente trabajo de investigación se consignó los lineamientos y 
parámetros de las reglas APA Sexta Edición, respetando los derechos del autor, 
por lo que se ha consignado de manera correcta dentro del Marco Teórico las 
citas textuales; y, la información empleada en el mismo ha sido consignada 
debidamente en las referencias bibliográficas. 
Asimismo, es necesario mencionar, que la investigación se fundamentará en la 
información recaudada a través de las técnicas de recolección de datos e 
instrumentos que han sido empleados para poder comprobar adecuadamente la 
hipótesis planteada. 
En tal sentido, declaro plenamente que el presente trabajo de investigación es 
de mi autoría; por tanto, cumple con todas las reglas establecidas por el área de 
















PREGUNTA N° 01  
III. RESULTADOS 
 
3.1. INSTRUMENTO N° 01: CUESTIONARIO DIRIGIDO A LOS 
ABOGADOS DE CHICLAYO 
 
1. ¿Considera usted, que la Política criminal aplicada en nuestro 




RESPUESTAS CANTIDAD PORCENTAJE 
SI 0 0% 
NO 59 100% 
Total 59 100% 






FUENTE: cuestionario realizado a los abogados de Lambayeque 
 
 
En la presente figura y tabla, el 100% de operadores del derecho de Chiclayo 
están de acuerdo en que la Política Criminal en nuestro país no es eficaz, puesto 
















PREGUNTA N° 2 
2. ¿Usted considera que existe una relación coherente entre la agravación 







RESPUESTAS CANTIDAD PORCENTAJE 
SI 0 0% 
NO 59 100% 
Total 59 100% 












En el presente se observa que, del total de abogados encuestados en un 100% 
consideran que no existe una relación coherente entre aumentar las penas y la 















PREGUNTA N° 03  
3. ¿Cree usted que existe una relación adecuada entre la agravación de la 






RESPUESTAS CANTIDAD PORCENTAJE 
SI 4 7% 
NO 55 93% 
Total 59 100% 






FUENTE: cuestionario realizado a los abogados de Lambayeque 
 
 
Como se puede apreciar, en la presente figura y tabla estadística, el tal solo 
7% de la comunidad jurídica considera que si existe una relación adecuada 
entre la agravación de la pena en el delito de robo y la mayor perpetración; 















PREGUNTA N° 04  
4. ¿Considera usted que, agravando la pena en el delito de Robo se 





RESPUESTAS CANTIDAD PORCENTAJE 
SI 3 5% 
NO 56 95% 
Total 59 100% 






FUENTE: cuestionario realizado a los abogados de Lambayeque 
 
 
Se puede determinar en la figura y tabla, que el 95% de los abogados 
encuestados no consideran que agravando la pena en el delito de robo se 

















PREGUNTA N° 05  
5. ¿Cree usted, que la Política Criminal está siendo eficaz en reducir los 




RESPUESTAS CANTIDAD PORCENTAJE 
SI 0 0% 
NO 59 100% 
Total 59 100% 










Como se observa en la figura y la tabla, el 100% de los operadores del derecho 
no consideran que la política criminal está siendo eficaz en reducir el uso de la 
violencia en su perpetración. 
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6. ¿Considera que se ha incrementado los índices de criminalidad del delito 





RESPUESTAS CANTIDAD PORCENTAJE 
SI 59 100% 
NO 0 0% 
Total 59 100% 










En la presente se puede señalar que, el total de los abogados de la ciudad de 
Chiclayo encuestados, consideran que, si se ha incrementado el uso de la 
violencia en el delito de robo, haciendo un 100%. 
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SI NO 
7. ¿Cree usted como operador del derecho que, la Política criminal tiene 
como objetivo concreto reducir los índices de criminalidad en base al 





RESPUESTAS CANTIDAD PORCENTAJE 
NO 57 97% 
SI 2 3% 
Total 59 100% 









En la presente, se indica que, el 97% de los abogados encuestados opinan que 
la Política criminal no tiene como objetivo reducir los índices de criminalidad en 















PREGUNTA N° 07  
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8. ¿Usted considera, que debería de crearse nuevos criterios de Política 
criminal para reducir el uso de la violencia y así poder lograr combatir la 




RESPUESTAS CANTIDAD PORCENTAJE 
SI 59 100% 
NO 0 0% 
Total 59 100% 







FUENTE: cuestionario realizado a los abogados de Lambayeque 
 
 
Como se puede apreciar en la figura y tabla, un 100% de los abogados del distrito 
de Chiclayo consideran que deberían crearse nuevos criterios de Política 
criminal para reducir el uso de la violencia y así lograr combatir la criminalidad. 
















9. ¿Considera que el incremento de realización del delito de Robo en la 
ciudad de Lambayeque es consecuencia de la inadecuada aplicación de 





RESPUESTAS CANTIDAD PORCENTAJE 
SI 59 100% 
NO 0 0% 
Total 59 100% 










En la presente figura se puede determinar que un 100% del total de abogados 
encuestados consideran que el incremento de realización del delito de robo en 
la ciudad de Lambayeque es consecuencia de la inadecuada aplicación de la 
Política criminal que sigue nuestro ordenamiento jurídico. 
















10. ¿Cree usted, como operador del derecho, que realizando un control 
óptimo de la Política Criminal se disminuiría el uso de la violencia en el 





RESPUESTAS CANTIDAD PORCENTAJE 
SI 57 97% 
NO 2 3% 
Total 59 100% 







FUENTE: cuestionario realizado a los abogados de Lambayeque 
 
 
Un 97% de operadores del derecho de Lambayeque consideran que realizando 


















11. ¿Considera usted, como parte de la comunidad jurídica, que existe un 
control social y estrategias adecuadas por parte del Estado Peruano para 






RESPUESTAS CANTIDAD PORCENTAJE 
SI 9 15% 
NO 50 85% 
Total 59 100% 






FUENTE: cuestionario realizado a los abogados de Lambayeque 
 
 
En la figura presentado, se aprecia que tan solo un 15% de abogados 
encuestados consideran que existe un control social y estrategias adecuadas por 
parte del Estado para limitar la realización del delito de robo; mientras que un 












PREGUNTA N° 11  
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3.2. INSTRUMENTO N° 02: CUESTIONARIO DIRIGIDO A LA PNP DEL 
DISTRITO DE CHICLAYO 
 
1. ¿Considera usted como parte de la PNP, que la Política Criminal aplicada 
en nuestro sistema jurídico es eficaz, puesto que combate de manera 





RESPUESTAS CANTIDAD PORCENTAJE 
SI 19 32% 
NO 41 68% 
Total 60 100% 






FUENTE: cuestionario realizado a los miembros de la PNP de Chiclayo 
 
 
Como se aprecia en la figura y tabla, un 68% de miembros de la PNP no 
consideran que la Política criminal aplicada a nuestro sistema jurídico es eficaz; 

















PREGUNTA N° 01  
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2. ¿Cree usted que existe una relación coherente entre la agravación de la 
pena y la reducción de criminalidad en el delito de Robo; es decir, a más 





RESPUESTAS CANTIDAD PORCENTAJE 
SI 0 0% 
NO 60 100% 
Total 60 100% 








En cuanto al presente figura, se observa que un 100% de los policías 
encuestados no está de acuerdo en que existe una relación coherente entre la 















PREGUNTA N° 02  
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3.  ¿Considera usted, que se ha incrementado los índices de realización del 





RESPUESTAS CANTIDAD PORCENTAJE 
SI 60 100% 
NO 0 0% 
Total 60 100% 











En la presente tabla se puede determinar que, un 100% de los miembros de la 
PNP de Chiclayo consideran que se ha incrementado los índices de realización 
del delito de robo en la ciudad de Lambayeque en los últimos cinco años. 















4. ¿Cree usted, que deberían crearse nuevos criterios de Política Criminal, 
para combatir de manera adecuada la criminalidad por la que hoy en día 





RESPUESTAS CANTIDAD PORCENTAJE 
SI 58 97% 
NO 2 3% 
Total 60 100% 





FUENTE: cuestionario realizado a los miembros de la PNP de Chiclayo 
 
 
Cabe indicar que en la figura presentado un 97% de los miembros de la PNP de 
Chiclayo, consideran que debería crearse nuevos criterios de Política criminal, 
para reducir el uso de la violencia y así combatir la delincuencia; mientras que 















PREGUNTA N° 04  
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5. ¿Cree usted, que al realizar el Estado peruano campañas de 
acercamiento a la población, sobre temas de prevención del delito, lucha 
contra la delincuencia y criminalidad, se disminuiría los índices de 





RESPUESTAS CANTIDAD PORCENTAJE 
SI 60 100% 
NO 0 0% 
Total 60 100% 






FUENTE: cuestionario realizado a los miembros de la PNP de Chiclayo 
 
 
En la figura indicada, se puede apreciar que un 100% del total de los policías 
encuestados están de acuerdo en que el Estado Peruano realice campañas de 
acercamiento a la población con el fin de luchar contra la delincuencia y 
criminalidad. 

















Los resultados anteriormente descritos comprueban nuestra hipótesis planteada 
en la presente investigación, por lo que a continuación se explicará lo siguiente: 
En primer término, se puede apreciar en la figura N° 01 del cuestionario dirigido 
a los operadores del derecho, un 100% consideran que la Política Criminal 
aplicada en nuestro país es ineficaz, por cuanto, no ha combatido de manera 
adecuada la criminalidad; ello se relaciona con lo manifestado por los miembros 
de la Policía Nacional del Perú – Lambayeque, pues en un 68% estuvieron de 
acuerdo con los abogados. 
Esto en sentido, de que como se manifestó en la realidad problemática del 
presente trabajo de investigación, nuestra sociedad ha venido siendo víctima de 
delincuencia y el Estado Peruano buscando combatir la criminalidad ha tomado 
como solución el aumento de las penas privativas de libertad. 
Por otro lado, los miembros de la PNP- Chiclayo, consideran en un 100% que no 
existe una relación coherente entre la agravación de la pena y la reducción de 
criminalidad del delito de Robo; así, en la figura N° 02 del cuestionario dirigido a 
los abogados, en un 100% consideran lo mismo. Esto en sentido de que, el 
legislador se ha dedicado en los últimos tiempos a la creación de nuevos tipos 
penales, la agravación de las penas, modificando periódicamente el Código 
Penal, siendo que al 2018 nuestro Código ha sufrido aproximadamente 600 
modificatorias; tal es el caso del delito de Robo, que ha sufrido 3 modificatorias, 
todas en su mayoría aumentando la pena privativa de libertad, con la única 
justificación de combatir eficazmente la criminalidad. Criterio que se considera 
inapropiado puesto que los índices de criminalidad en el delito de Robo en los 
últimos 5 años (2012-2017) en Lambayeque, son cada vez alarmantes; cómo se 
puede observar en los Anuarios Estadísticos (2012 al 2017) de la PNP (p. 133 a 
138) 
Ello se relaciona con lo manifestado por los miembros de la PNP- Chiclayo y los 
abogados, pues como se determina en la figura N° 3 (cuestionado de la PNP) y 
tabla N° 06 (cuestionario de abogados), consideran en un 100% que los índices 
del delito de Robo han incrementado en los últimos 5 años en la ciudad de 
Lambayeque. 
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Cabe señalar, en este caso que el delito de Robo inició en nuestro Código Penal 
de 1991 con una pena privativa de libertad no menor de 2 ni mayor de 6 años; 
posteriormente la modificatoria de 1994 con una pena no menor de 3 ni mayor 
de 8 años; en el año 1998, se aumentó la pena, siendo esta no menor de 6 ni 
mayor de 15 años; y la última modificatoria que corresponde al año 2001, se 
estableció, la pena no menor de 3 ni mayor de 8, como se había detallado en el 
año 1994. 
Como se puede observar la pena privativa de libertad en el delito de Robo 
siempre ha ido aumentando, a excepción de la modificatoria de 2001 donde se 
fijó la pena que se estableció en el año 1994 (no menor de 3 ni mayor de 8 años). 
Se considera que esta pena sigue siendo inapropiada, en tanto de que debería 
estipularse la pena que establecía nuestro Código de 1991 en sus inicios, pues 
el incremento de esta sanción no tiene como fin la resocialización y reeducación 
del penado en la sociedad, ya que como se ha podido observar en nuestro país, 
los centros penitenciarios son inadecuados para la reincorporación del reo en la 
sociedad, ya que presentan problemas de sobrepoblación y hacinamiento, 
siendo imposible lograr dicho objetivo, por lo que los delincuentes al cumplir la 
pena, en vez de salir parcialmente resocializados, están sometidos a la comisión 
de más delitos, generando que la seguridad de los ciudadanos se vea vulnerada 
exclusivamente por la mala Política Criminal que se viene aplicando. 
Por otro lado, el legislador debe tener en cuenta los principios que inspiran 
nuestro sistema penal peruano, tales como humanidad de las penas, 
proporcionalidad, intervención mínima de las penas, entre otros, llegando a la 
conclusión que el aumento de la pena privativa de libertad en el delito de Robo 
no es una solución adecuada para combatir la criminalidad; y la relación que 
existe, como se ha determinado en la hipótesis es ineficaz, por cuanto no se ha 
logrado limitar los índices de criminalidad en los últimos cinco años. 
En la tabla N° 04 del cuestionario dirigido a los abogados de Lambayeque, se 
determinó que un 95% no considera que agravando la pena en el delito de Robo 
se reduciría los índices de realización de éste, esto en base a lo mencionado por 
los abogados en la figura N° 05, ya que en un 100% no consideran que la Política 
Criminal está siendo eficaz en reducir los índices de criminalidad en el Perú; pese 
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a que es uno de sus objetivos concretos, como señalan los operadores del 
derecho en la figura N° 07. 
Llegando a la conclusión en un 100%, tanto operadores del derecho (tabla N° 
08) como miembros de la PNP Lambayeque (figura N° 04), de que se deberían 
crear nuevos criterios de Política Criminal, con el fin de combatir de manera 
idónea la criminalidad, especialmente en el delito de Robo. Pues como 
consideran los abogados (tabla N° 09), el incremento de realización del delito de 
Robo en la ciudad de Lambayeque en los últimos 5 años es consecuencia de la 
inadecuada Política Criminal que sigue nuestro ordenamiento jurídico. 
Es así que se ha determinado, como bien señalan los operadores del derecho 
(tabla N° 10) que realizando un control óptimo de la Política Criminal se 
disminuiría el uso de la violencia en el delito de Robo; y, además, como indican 
los miembros de la PNP, en un 100% (figura N° 05) al realizar el Estado Peruano 
campañas de acercamiento a la población sobre la lucha contra la delincuencia 
y criminalidad, se disminuiría los índices de criminalidad en el Perú. 
En tal sentido, como afirmó en su momento, el maestro Montes (citado en 
Reátegui, 2016): 
“El legislador penal agrava la figura de Robo cuando es el propio Estado 
quien está ausente y cae en error de pensar que se resuelve el problema 
con agravar las penas, una auténtica manifestación de la demagogia del 
legislador penal”. (p. 489) 
Respecto al criterio de Resocialización del penado, cabe mencionar, que 
efectivamente éste no se viene cumpliendo en nuestro ordenamiento jurídico, 
pues según Informe Estadístico Penitenciario 2018 (p. 139), el Centro 
Penitenciario de Picsi (Chiclayo), ocupa el primer lugar con problemas de sobre 
población y hacinamiento, pues su Capacidad de Albergue es para 5962 
internos; sin embargo, en la actualidad, existen 16085 detenidos, existiendo una 
sobre población de 10123. Comprobándose que es imposible lograr la 
reinserción social, ya que no solo éste gran problema lo atraviesa nuestra ciudad, 
sino también el departamento de Lima, Arequipa, Huancayo, Huanuco, Cusco, 
entre otros. Siendo denegable que el legislador continúe agravando las penas y 
limitando de beneficios a los imputados, pues como ya se ha comprobado, no es 
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una solución correcta, pues genera únicamente que la criminalidad siga 
aumentando. 
Finalmente, es necesario indicar lo señalado por Vélez (2015): 
 
“Estamos ante un contexto donde la sociedad exige al Estado mayor 
seguridad y sanción, que se traduce en un mensaje de exclusión social 
del delincuente a cargo del legislador peruano, mediante la aplicación de 
un derecho penal del enemigo (o de tercera velocidad) que instiga al 
endurecimiento de la pena, la pérdida o restricción de beneficios 
penitenciarios e instituciones como la suspensión de la ejecución de la 
pena. El Estado carece de una política criminal apropiada que propicie la 
aplicación de penas alternativas a la privación de la libertad de cara a 
cumplir fines preventivos generales que disuadan a los ciudadanos de la 




1. Se ha logrado comprobar la hipótesis planteada en la presente 
investigación, por cuanto, la relación que existe entre la agravación de la 
pena y la reducción de criminalidad del delito de Robo es ineficaz ; puesto 
que no se ha logrado combatir adecuadamente la criminalidad en base a 
la solución que ha tomado el legislador del aumento de penas, pues en 
los últimos cinco años, como se ha podido detallar en los Anuarios 
Estadísticos PNP, desde el año 2012 al 2017, ha ido aumentando los 
índices de criminalidad, no solo en la ciudad de Lambayeque, sino a nivel 
nacional. 
 
2. La Política Criminal tiene como objetivo según el Consejo Nacional de 
Política Criminal prevenir, combatir y sancionar la delincuencia, 
respetando siempre los derechos fundamentales. Sin embargo, se puede 
determinar que parte de las agravaciones de la Pena en el delito de Robo, 
no es la solución más congruente para la lucha contra el crimen, puesto 
que como se ha podido comprobar, la criminalidad ha ido aumentando a 
lo largo de los años. 
 
3. Respecto al primer objetivo específico, se puede afirmar, que 
efectivamente la Política Criminal tiene como objeto concreto reducir los 
índices de criminalidad, pero no en base al aumento de penas, puesto que 
este criterio es una decisión tomada por el legislador; y la Política Criminal 
está destinada básicamente a la creación de estrategias y medidas para 
combatir eficazmente la delincuencia. 
 
4. Claramente en base a los cuadros estadísticos de incidencia delictiva del 
año 2012 al 2017, se ha podido comprobar que los índices de criminalidad 
del delito de Robo han ido aumentando por la inadecuada Política Criminal 
que persigue nuestro Estado peruano, pues su objetivo es combatir la 
delincuencia. 
123  
5. Se considera inapropiada la decisión del legislador, de aumentar la pena 
privativa de libertad en el delito de Robo, ya que, el incremento de esta 
sanción no es la solución más adecuada para combatir la criminalidad, 
debido a que los centros penitenciarios en nuestro país presentan 
problemas como sobrepoblación, hacinamiento (como se puede apreciar 
en el Anuario Estadístico Penitenciario -2018); siendo imposible la 
reincorporación y resocialización del penado en la sociedad. 
 
6. El legislador debe tener en cuenta los principios que inspiran nuestro 
sistema penal peruano, y que además son adoptados por normas 
internacionales, tales como humanidad de las penas, proporcionalidad, 
intervención mínima de las penas; además de tomar nuevos criterios y 
estrategias de Política Criminal, con el fin de lograr la prevención del delito 
y la reinserción del penado. 
 
7. La política penitenciaria está encargada de mejorar los centros 
penitenciarios de nuestro país, así como la condición de vida de los 
detenidos y sobre todo que éstos puedan reincorporarse a la sociedad; 
sin embargo, en la actualidad esto carece de veracidad, pues ya no se 
viene aplicando, siendo que en vez que se logre la reinserción social, los 
imputados al cumplir su pena, cometer más ilícitos penales, logrando 
únicamente como resultado que la criminalidad aumente cada día. 
 
8. Existe una gran deficiencia de nuestro ordenamiento jurídico penal, pues 
claro está, que no se cumple con lo plasmado en la Política Criminal 
peruana, ya que definitivamente no se ha logrado combatir de manera 




Como ya se ha mencionado en líneas anteriores la Política Criminal tiene como 
fin primordial prevenir, sancionar y combatir la delincuencia; sin embargo, existe 
una gran deficiencia en el tema de la prevención, pues se considera que el 
Estado viene asumiendo un rol represivo, creyendo que con la creación de 
nuevas figuras punitivas y con la agravación de las penas, se reduciría el 
fenómeno de criminalidad. 
Partiendo de esa lógica jurídica es que el Estado debe tomar como criterio 
primordial la Prevención y desarrollarlo a nivel nacional, capacitando a los 
operadores del derecho, Policía Nacional del Perú, serenazgo, brindando charlas 
de acercamiento a la población en las Instituciones Educativas, otorgando 
beneficios a los ciudadanos de bajos recursos económicos, dando facilidades de 
empleos, ya que son muchos los factores a intervenir en los ciudadanos para la 
comisión de delitos, muchas veces porque tienen únicamente modelos 
criminales a seguir. De tal manera que la creación de estos nuevos criterios 
basados en la prevención, servirán para que en un futuro no muy lejano se logre 
culminar con el fenómeno de criminalidad que sufre nuestro país. 
Es por ello que la propuesta que se sustentará a continuación está dirigida al 
Consejo Nacional de Política Criminal, (conformado por el Ministro de Justicia y 
Derechos Humanos, Fiscal de la Nación, Presidente del Poder Judicial y 
Defensor del Pueblo) ya que son ellos las autoridades competentes para evaluar 
y ejecutar la presente. 
Asimismo, cabe señalar, que si bien en cierto la ciudad de Lambayeque, es la 
segunda con mayor incidencia delictiva a nivel nacional (según Anuario 
Estadístico PNP 2017), es necesario que la propuesta sea aplicada a nivel 
Nacional, con el único fin de lograr que el tema de la prevención se haga efectivo 
no solo en la ciudad de Lima y Lambayeque, sino a nivel nacional, con el único 





SUMILLA: Ejecutar la Política Criminal 
peruana existente. 
SEÑORES MIEMBROS DEL CONSEJO NACIONAL DE POLÍTICA CRIMINAL 
 
La presente está dirigida para mejorar el criterio de prevención, con el fin del 
desarrollo adecuado de la Política Criminal y la lucha contra la criminalidad. 
I. FUNDAMENTOS 
 
El fin de la pena es la resocialización, lo cual conlleva a que el reo, reconozca el 
delito que ha cometido y el daño causado a la sociedad; únicamente habiendo 
reconocido esto podrá reincorporase a la sociedad y respectar el ordenamiento 
jurídico. 
Se considera que una verdadera reinserción no solo es el reconocimiento de un 
delito, sino el esfuerzo del penado por remediar el daño causado a la sociedad; 
por tanto, el Estado peruano no debería ver al reo como un peligro; pues está en 
sus manos dar las herramientas necesarias para poder lograr reincorporarlo a la 
sociedad; sin embargo, lamentablemente esto no sucede en nuestro país, pues 
como se ha podido determinar según el Informe Estadístico Penitenciario - 2018, 
los centros penitenciarios en nuestro país presentan problemas de sobre 
población y hacinamiento, siendo imposible lograr la resocialización. 
Ver el siguiente cuadro: 
Fuente: Informe Estadístico Penitenciario – 2018 
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Desde que se promulgo el Código Penal peruano de 1991 (actual), ha sido 
modificado más de 600 veces, entre ellos el aumento de penas privativas de 
libertad, creación de nuevos tipos penales; originándose cada día un Estado 
represivo, como ya se ha mencionado, la agravación no es la solución pertinente. 
Existe una gran incongruencia por lo señalado en nuestro Código Penal, pues 
resulta inconcebible, que el Estado valore más el bien jurídico patrimonio que la 
vida humana, pues éste se sanciona con menos años (Homicidio simple, pena 
no menor de 6 ni mayor de 20) y el delito de Robo Agravado con una pena no 
menor de 12 ni mayor de 20. 
El legislador ha tomado la decisión de crear nuevas figuras punitivas, agravar las 
penas plasmadas en el Código, siendo totalmente ineficaz, pues la criminalidad 
no ha disminuido, por el contrario, se ha incrementado, y esto debido a que 
cuando una persona es sentenciada, sancionada, privada de su libertad, no se 
logra ni la rehabilitación, reeducación y reinserción en la sociedad. 
La Política criminal tiene como fin combatir, sancionar y prevenir la delincuencia; 
en tal sentido, se considera, que se debería de ejecutar el tema de la 
“Prevención”, pues lo que se busca es la limitación de actos ilícitos; de tal 
manera, que se debería desarrollar un apoyo ideal en el factor de la educación, 
(creación de albergues, carreras técnicas, charlas informativas, entre otros), 
trabajando en los niños y jóvenes, pues son ellos quienes observan en la 
sociedad modelos criminales, y por falta de apoyo en su formación educativa, 
participan de éste tipo de actos, de igual manera los jóvenes, hoy en día se ha 
podido observar que la mayor parte de internos son jóvenes, esto porque el 
Estado no les brinda apoyo, pues sería más factible que el Estado brinde 
facilidades de obtener empleos. 
Asimismo, se considera una mejora en la Política Penitenciaria, pues los centros 
penales son importantes para la reinserción, y nuestro país no cuenta con ello, 
por lo que se debería de aplicar la construcción de cárceles ideales para el 
desarrollo del interno, que no presenten problemas de sobre población y 
hacinamiento. 
El objetivo primordial debería de ser la “Prevención”, pues solo así se estaría 
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ANEXO N° 01 
 
ANUARIO ESTADÍSTICO PNP 2017 
 
DENUNCIAS POR COMISIÓN DE DELITOS REGISTRADAS A NIVEL 





FUENTE: Anuario Estadístico PNP 2017, Dirección de Tecnología de la 
Información y comunicaciones. División de Estadística. (p. 25) 
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ANEXO N° 02 
 
ANUARIO ESTADÍSTICO PNP 2017 
DEPARTAMENTOS CON MAYOR INCIDENCIA DELICTIVA – AÑO 2017 
 
 
FUENTE: Anuario Estadístico PNP 2017, Dirección de Tecnología de la 
Información y comunicaciones. División de Estadística. (p. 28) 
https://www.policia.gob.pe/anuario_estadistico/documentos/anuario_estadistico 
2017.pdf 
Al año 2017, el departamento de Lambayeque, ocupa el segundo lugar a nivel 
nacional como departamento con mayor incidencia delictiva, con un total de 21 
744. 
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ANEXO N° 03 
 
ANUARIO ESTADÍSTICO PNP 2012 
 







FUENTE: Anuario Estadístico PNP 2012, Dirección de Tecnología de la 




En el año 2012, en el departamento de Lambayeque se registraron 2143 
denuncias por el delito de Robo. 
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ANEXO N° 04 
 
ANUARIO ESTADÍSTICO PNP 2013 
 







FUENTE: Anuario Estadístico PNP 2013, Dirección de Tecnología de la 




En el año 2013, en el departamento de Lambayeque se registraron 2879 
denuncias por el delito de Robo. 
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ANEXO N° 05 
 
ANUARIO ESTADÍSTICO PNP 2014 
 




FUENTE: Anuario Estadístico PNP 2014, Dirección de Tecnología de la 




En el año 2014, en el departamento de Lambayeque se registraron 3074 
denuncias por el delito de Robo. 
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ANEXO N° 06 
 
ANUARIO ESTADÍSTICO PNP 2015 
 




FUENTE: Anuario Estadístico PNP 2015, Dirección de Tecnología de la 




En el año 2015, en el departamento de Lambayeque se registraron 2867 
denuncias por el delito de Robo. 
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ANEXO N° 07 
 
ANUARIO ESTADÍSTICO PNP 2016 
 





FUENTE: Anuario Estadístico PNP 2016, Dirección de Tecnología de la 
Información y comunicaciones. División de Estadística. (p. 33) 
https://www.policia.gob.pe/anuario_estadistico/documentos/ANUARIO%20PNP 
%202016%20presentacion.pdf 
En el año 2016, en el departamento de Lambayeque se registraron 4598 
denuncias por el delito de Robo. 
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ANEXO N° 08 
ANUARIO ESTADÍSTICO PNP 2017 
 







FUENTE: Anuario Estadístico PNP 2017, Dirección de Tecnología de la 
Información y comunicaciones. División de Estadística. (p. 31) 
https://www.policia.gob.pe/anuario_estadistico/documentos/anuario_estadistico 
2017.pdf 
En el año 2017, en el departamento de Lambayeque se registraron 4496 
denuncias por el delito de Robo. 
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ANEXO N° 09 
INFORME ESTADÍSTICO PENITENCIARIO 2017 
 
 
FUENTE: Informe Estadístico Penitenciario 2017 (p. 10) 
 
En el año 2017, el Centro Penitenciario de Picsi en Chiclayo, contó con una 
capacidad de Albergue para 5962 internos; sin embargo, la población penal total 
era de 16018 internos; es decir, dicho centro tenía una sobre población de 10056 
detenidos (169%), comprobándose la existencia de hacinamiento. 
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ANEXO N° 10 







FUENTE: Informe Estadístico Penitenciario 2018 (p. 10) 
 
Al año 2018, el Centro Penitenciario de Picsi en Chiclayo, cuenta con una 
capacidad de Albergue para 5962 internos; sin embargo, la población penal total 
es de 16085 internos; es decir, dicho centro tenía una sobre población de 10123 
detenidos (170%), comprobándose la existencia de hacinamiento. 
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ANEXO N° 11 
INSTRUMENTO N°01 
CUESTIONARIO: Dirigido a los abogados 
 






1. ¿Considera usted, que la Política Criminal aplicada en nuestro 
ordenamiento jurídico es eficaz y combate de manera adecuada la 
criminalidad? 
 




2. ¿Usted considera que existe una relación coherente entre la agravación 
de la pena y la reducción de criminalidad del delito de Robo? 
 
A. SI ( ) B. NO ( ) 
 
 
3. ¿Cree usted que existe una relación adecuada entre la agravación de la 
pena en el delito de Robo y la mayor perpetración? 
 
A. SI ( ) B. NO ( ) 
 
 
4. ¿Considera usted que, agravando la pena en el delito de Robo se 
reduciría los índices de realización de éste? 
Estimado operador del derecho, a continuación, le presentaremos un 
cuestionario, el cual tiene por finalidad, recabar datos informativos, respecto 
a la tesis titulada “IDENTIFICACIÓN DE LA RELACIÓN EXISTENTE ENTRE 
LA AGRAVACIÓN DE LA PENA Y LA REDUCCIÓN DEL DELITO ROBO” 
(Lambayeque 2012-2017). Para ello, tendrá que marcar con un aspa (X) la 
respuesta que crea conveniente, en base a las preguntas establecidas. Se 
solicita que sea honesto, puesto que su colaboración será de mucha ayuda 
para poder culminar el trabajo de investigación. Muchas Gracias. 
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A. SI ( ) B. NO ( ) 
 
 
5. ¿Cree usted, que la Política Criminal está siendo eficaz en reducir los 




A. SI ( ) B. NO ( ) 
 
 
6. ¿Considera que, se ha incrementado los índices de criminalidad del delito 
de Robo en Lambayeque, en los últimos cinco años? 
 
 
A. SI ( ) B. NO ( ) 
 
 
7. ¿Cree usted como operador del derecho que, la Política Criminal tiene 
como objetivo concreto reducir los índices de criminalidad en base al 
aumento de penas? 
 
A. SI ( ) B. NO ( ) 
 
 
8.  ¿Usted considera, que debería de crearse nuevos criterios de Política 
Criminal para reducir el uso de la violencia y así poder lograr combatir la 
criminalidad, en especial el delito de Robo? 
 
 




9. ¿Considera que el incremento de realización del delito de Robo en la 
ciudad de Lambayeque es consecuencia de la inadecuada aplicación de 
la Política Criminal que sigue nuestro ordenamiento jurídico? 
 
 
A. SI ( ) B. NO ( ) 
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10. ¿Cree usted, como operador del derecho, que realizando un control 
óptimo de la política criminal se disminuiría el uso de la violencia en el 
delito de robo? 
 
A. SI ( ) B. NO ( ) 
 
 
11. ¿Considera usted, como parte de la comunidad jurídica, que existe un 
control social y estrategias adecuadas por parte del Estado Peruano para 
limitar la realización del delito de robo? 
 
 
A. SI ( ) B. NO ( ) 
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ANEXO N° 12 
 
 
INSTRUMENTO N° 02 
 
 
CUESTIONARIO: Dirigido a la PNP 
 
 




1. ¿Considera usted como parte de la PNP, que la Política criminal aplicada 
en nuestro sistema jurídico es eficaz, puesto que combate de manera 
adecuada los índices de criminalidad? 
 
A. SI ( ) B. NO ( ) 
 
 
2. ¿Cree usted que existe una relación coherente entre la agravación de la 
pena y la reducción de criminalidad en el delito de robo; es decir, a más 
pena menos delitos cometidos? 
 
A. SI ( ) B. NO ( ) 
 
3. ¿Considera usted, que se ha incrementado los índices de realización del 
delito de robo en la ciudad de Lambayeque en los últimos cinco años? 
 
 
A. SI ( ) B. NO ( ) 
Estimado Policía Nacional del Perú, a continuación, le presentaremos un 
cuestionario, el cual tiene por finalidad, recabar datos informativos, respecto 
a la tesis titulada “IDENTIFICACIÓN DE LA RELACIÓN EXISTENTE ENTRE 
LA AGRAVACIÓN DE LA PENA Y LA REDUCCIÓN DEL DELITO ROBO” 
(Lambayeque 2012-2017). Para ello, tendrá que marcar con un aspa (X) la 
respuesta que crea conveniente, en base a las preguntas establecidas. Se 
solicita que sea honesto, puesto que su colaboración será de mucha ayuda 
para poder culminar el trabajo de investigación. Muchas Gracias. 
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4. ¿Cree usted, que deberían crearse nuevos criterios de política criminal, 
para combatir de manera adecuada la criminalidad por la que hoy en día 
sufre nuestro país? 
 
 
A. SI ( ) B. NO ( ) 
 
 
5. ¿Cree usted, que al realizar el Estado peruano campañas de 
acercamiento a la población, sobre temas de prevención del delito, lucha 
contra la delincuencia y criminalidad, se disminuiría los índices de 
criminalidad en el Perú? 
 
 
A. SI ( ) B. NO ( ) 
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